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D¡purADR nnRnia cuADALUpE RoDnícuez r,renrirui
pRESTDENTA DEL H. coNGRESo DEL ESTADo DE NUEVo leóu
Presente. -
La suscrita Diputada IVONNE BUSTOS PAREDES, Coordinadora del Grupo
Legislativo del Partido Verde Ecologista de México, perteneciente a la DfiV
Septuagésima Quinta Legislatura del H. Congreso del Estado de Nuevo León, en
uso de las atribuciones conferidas en el artículo 68 de Ia Constitución Política del
Estado Libre y Soberano de Nuevo León, correlacionado con los diversos 102,103
y 104 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de Nuevo
León, ocurro ante esta Soberanía a presentar Iniciativa de Reforma por,
MODIFICACIÓN del párrafo cuarto del artículo 44, de las fracciones I y Il al
artículo 52, de las fracciones XLV y XLVI a! artículo 54, de !a Ley de Transparencia
y Acceso a la lnformación Pública del Estado de Nuevo León; de una fracción lV al
artículo 283, de la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León; del párrafo
segundo del artículo 10, de la Ley Orgánica De La Fisca!ía General De Justicia Del
Estado De Nuevo León; y por ADICIÓN de un octavo párrafo al artículo 44, de una
fracción Ill al artículo 52, de las fracciones XLVI y XLVlll al artículo 54, de una
SECCIÓN ÚwICn denominada Del Órgano Interno de Control, at Capítulo II De la
Comisión, del TITULO Il SISTEMAS DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA
INFORMACION Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES, !a cual se conforma
por Ios artículos 55 Bis, 55 Bis 1, 55 Bis 2, 55 Bis 3, 55 Bis 4, 55 Bis 5 Y 55 Bis 6,
todos de !a Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de
Nuevo León; de un CAPÍTULO Vl denominado DEL ÓRGANO INTERNO DE
CONTROL, A! TITULO II INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN ESTATAL DE
DERECHOS HUMANOS, el cual contiene los artículos 24 Bis, 24 Bis 1,24 Bis 2,
24 Bis 3,24 Bis 4, 24 Bis 5 y 24 Bis 6 de la Ley que Crea !a Comisión Estatal de
Derechos Humanos; de una SECCIÓN 4 denominada DEL ÓRGANO INTERNO
DE CONTROL DE LA COMISIÓN ESTATAL ELECTORAL, At CAPITULO
PRIMERO DE LA COMISIÓN ESTATAL ELECTORAL correspondiente al TITULO
TERCERO DE LOS ORGANISMOS ELECTORALES JURISDICCIONALES de Ia
PRIMERA PARTE DE LA LEY denominada DEL OBJETO DE LA LEY Y DE LAS
ORGANIZACIONES ELECTORALES DE PROCESO ELECTORAL, el cual
contiene los artículos 107 Bis, 107 Bis 1 , 107 Bis 2, 107 Bis 3, 107 Bis 4, 107 Bis 5
y 107 Bis 6, de un artículo 283 Bis, de una SECC!ÓN ÚrulCn denominada DEL
ORGANO INTERNO DE CONTROL DEL TRIBUNAL ELECTORAL A! CAPITULO
úuco TNTEGRAcTóN y FUNCToNAMTENTo DEL Trrulo pRIMERo DEL
TRIBUNAL ELECTORAL de la TERCERA PARTE DE LO CONTENCIOSO
ELECTORAL, la cual contiene los artículos 285 Bis, 285 Bis 1, 285 Bis 2, 285 Bis
3,285 Bis 4, 285 Bis 5 y 285 Bis 6, todos de la Ley Electoral para el Estado de
Nuevo León; de un CAPITULO XVI denominado DEL ÓRGANO INTERNO DE
CONTROL el cual contiene los artículos 83, 84, 85, 86, 87, 88 y 89, todos de la
Ley Orgánica De La Fiscalía General De Justicia Del Estado De Nuevo León; en
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mater¡a de tos Órganos lnternos de Controt de Ios Organismos a los que la
Constitución Po!ítica del Estado Libre y Soberano de Nuevo León les oiorga
autonomía, al tenor de la siguiente:

EXPOSICION DE MOTIVOS

Los Órganos lnternos de Control, son ague tlas unidades administrativas en /os
enfes públicos a cargo de promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento
del maneio intemo en los mismos, /os cuales serán competentes para aplicar las
leyes en materia de responsabilidades administrativas.

Tiene a su cargo prevenir, corregir, investigar y calificar actos u omisiones que
pudieran constituir responsabilidades administrativas de servidores públicos de los
Entes Públicos y por los particulares, así como la ejecución de las sanciones por
faltas administrativas no graves.

A partir de la creación del Sistema Nacional Anticorrupción en el DECRETO de
reforma Constitucional del 27 de mayo de año 2015, donde se renovó la justicia
administrativa sancionadora, los órganos lnternos de Control se convirtieron en la
autoridad más importante de todo el Sistema Estatal y NacionalAnticorrupción.

Lo anterior ya que la investigación que realice este, va a ser básica tanto para Ia

imposición de faltas administrativas no graves y faltas administrativas graves, así
mismo la obtención de sus pruebas, servirán al Fiscal Especializado en Combate a
la Corrupción. Ya que si el órgano Interno de Control no está capacitado o no tiene
la suficiente imparcialidad al momento de obtener las pruebas y formular la teoría
del caso, el proceso estará viciado de origen y no podrá servir tanto en materia
administrativa como penal.

En consecuencia, la reforma constitucional del 2015 estableció que por la
importancia antes mencionada, dicho nombramiento debiera de corresponder al
Poder Legislativo, para que fuera votado por las dos terceras partes de sus
integrantes.

En este sentido, los órganos internos de control de los Organismos
Constitucionalmente Autónomos a nivel Nacional, son nombrados mediante un
proceso que realiza directamente Ia Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión. Siempre y cuando cumplan con los requisitos que se establezcan en las
leyes respectivas de cada Organismo Autónomo.

Así lo estableció el artículo 20 de la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, publicada el 18 de julio del año 2016, que estableció una clara
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diferenciación entre el proceso de nombramiento de Ios órganos internos de
control de los Organismos Constitucionalmente Autónomos, frente a los de los

demás entes públicos:

Artículo 20. Para la selección de /os integrantes de /os Órganos internos de control
se deberán obseruar, además de /os requisitos establecidos para su
nombramiento, un srsfema que garantice la igualdad de oportunidades en el
acceso a la función pública con base en el mérito y los mecanismos más
adecuados y eficientes para su adecuada profesionalización, atrayendo a /os
mejores candidatos para ocupar los puesúos a través de procedimientos
transparentes, objetivos y equitativos. Los titulares de los Órganos internos de
control de los Órqanos constitucionales autónomos. así como de las unidades
especializadas que los conformen. serán nombrados en términos de sus
respectivas leyes.

Por lo anterior y toda vez que las leyes de los organismos Constitucionalmente
Autónomos no contenían procesos de nombramiento, requisitos para el cargo ni

atribuciones, el 27 de enero del año 2017 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación un Decreto por el que se reformaron, adicionaron y derogaron diversas
disposiciones de la Ley Federal de Competencia Económica, de la Ley de la

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de la Ley Federa! de

Telecomunicaciones y Radiodifusión, de !a Ley del Sistema Nacional de
lnformación Estadística y Geográfica, de la Ley General de lnstituciones y
Procedimientos Electorales, de la Ley del lnstituto Nacional para Ia Evaluación de

la Educación, de !a Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información

Pública, y de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, con el objetivo de establecer entre otras disposiciones lo siguiente:

1. Procesos abiertos y transparentes para el nombramiento de los Titulares de
los Órganos lnternos de Control de los Órganos Constitucionalmente
Autónomos;

2. Requisitos para ser Titular del Órgano lnterno de Control;
3. Atribuciones y naturalezajurídica de los Órganos lnternos de Control;
4. Duración, reelección y nivel del encargo del Titular del Órgano lnterno de

Contro!.

Ahora bien, el último párrafo de la fracción lll del artículo 109 de la Constitución
Política de Ios Estados Unidos Mexicanos, estableció que los entes públicos
estatales y municipales contarían con órganos internos de control, teniendo las

mismas atribuciones de los establecidos a nivel federa!, circunscribiéndolas al

ámbito local.
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Por lo anterior, tanto la Ley General de Responsabilidades Administrativas como la
Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León, abordan las
responsabilidades y atribuciones de los Órganos lnternos de Controt de los Entes
Públicos Estatales y Municipales, en la prevención, corrección, investigación,
calificación y en algunos casos la sanción de las faltas administrativas cometidas
por servidores públicos y particulares.

En este sentido, similar más no mediante un proceso idéntico, los Titulares de los
Órganos lnternos de Control de los Organismos Constitucionalmente Autónomos
del Estado de Nuevo León, son designados mediante el Congreso del Estado de
Nuevo León, mediante un proceso establecido en la fracción LV del artículo 63, la
cual establece lo siguiente:

LV. Designar, por el voto de las dos terceras parfes de sus integrantes, a los
titulares de los órganos internos de control de los órganos constitucionalmente
autónomos reconocidos en esfa Constitución que ejerzan recursos det
Presupuesto de Egresos del Estado.

La designación se hará de la propuesta que los órganos consfffucionalmente
autónomos presenten al Congreso del Estado de conformidad al siguiente
procedimiento:

Los titulares de /os órganos internos de controlanfes seña/ados serán propuestos
al Congreso del Estado. La aprobación se hará, previa comparecencia de la
persona propuesta, por el voto secreto de cuando menos /as dos terceras partes
de los integrantes del Congreso del Estado, dentro de los cinco días siguientes a la
fecha de la comparecencia.

Si el Congreso del Estado no se encontrase reunido, la Diputación Permanente
convocará de inmediato a un Período Extraordinario de Sesrbnes.

En caso de que, transcurrido el plazo de cinco días, el Congreso del Estado
rechace a la persona propuesta para ocupar el cargo, se absfenga de resolver, o
no se alcance la votación de cuando menos /as dos terceras partes de sus
integrantes, el órgano proponente, en un plazo de diez días, propondrá a otra
persona y la aprobación se efectuará en los términos de los pánafos anteriores.

Si presenúada la segunda propuesfa, e/ Congreso del Estado la rechaza o no
re(tne la votación requerida dentro de /os plazos señalados, en ese mismo acto, la
aprobación se llevará a cabo mediante el voto secrefo de cuando menos la
mayoría de /os diputados asisúenfes a la sesión; de no reunirse esta votación o si
el Congreso del Estado se aósüene de resolver dentro de /os plazos señalados, el
órgano proponente, dentro de /os diez días posteriores a la celebración de la
sesón, realizará la designación, la cual no podrá recaer en ninguna de /as
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personas que en ese mismo procedimiento ya hubieran sido propuesfas a/
Congreso del Estado para ocupar dicho cargo.

De acuerdo a lo anterior, a diferencia de lo que acontece a nivel Federal, a nivel
Local, el Congreso del Estado se limita a designar o rechazar, la propuesta que el
Órgano Constitucionalmente Autónomo Local le envíe.

Ahora bien, el artículo 20 de la Ley de Responsabilidades Administrativas,
establece los procesos que se deberán de contemplar para nombrar a los
integrantes de los Órganos lnternos de Control. Sin embargo, tal como la Ley
General, hace una distinción sobre los Titulares de dichos Órganos de aquellos
entes Constitucionalmente Autónomos, resaltando que serán nombrados en
términos de sus respectivas leves.

A pesar de lo anterior, y en una investigación a las leyes de creación de la
Comisión Estatal Electoral, Tribunal Electoral del Estado de Nuevo León, Comisión
Estatal de los Derechos Humanos, Comisión de Transparencia y Acceso a la
lnformación del Estado de Nuevo León y Fiscalía Generat de Justicia del Estado
de Nuevo León, se encontró lo siguiente:

1. Solo en la Ley Orgánica de la Fiscalía General de Justicia del Estado de
Nuevo León, se prevé la existencia del órgano rnterno de control;

2. En ninguna Ley se prevé un mecanismo para realiza¡ la propuesta al
congreso del Estado del ritular del órgano lnterno de control;

3. En ninguna Ley se advierten requisitos que deberán de cumplir aquellos
que puedan ser considerados como Titulares de los Órganos lnternos de
Contro!;

4. En ninguna Ley se establecen atribuciones mínimas y la naturaleza jurídica
de los Órganos lnternos de Control; y

5. En ninguna Ley se establece la duración, reelección y nivel det encargo del
Titular del Órgano lnterno de Control.

De acuerdo a lo anterior, se puede apreciar que lo establecido en el artículo 20 de
la Ley de Responsabilidades Administrativas ha resultado en un texto no atendido
por la Legislación del Estado de Nuevo León, situación que si ha sido cumplida por
la Legislación Federal correspondiente.

Teniendo como consecuencia, que los regtamentos internos de cada Organismo
Constitucionalmente Autónomo, establezcan las atribuciones y procesos
particulares del Órgano lnterno de Control y de su Titular, usurpando dichos Entes
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la atribución que la Ley de Responsabilidades Administrativas y la Ley General de

la Materia en sus artículos 20,|e otorga al Legislador.

Por lo anterior, el Grupo Legislativo del Partido Verde Ecologista de México, tiene

a bien proponer una iniciativa de reforma que tenga como objetivo dotar a los

Organismos Constitucionalmente Autónomos de Titutares de Órganos lnternos de

Control independientes, con profesionalismo, libres de conflicto de interés y

elegidos mediante convocatoria pública, donde se garantice la igualdad de

oportunidades, con base en el mérito, paridad de género y los mecanismos más

adecuados y eficientes para atraer a los mejores candidatos para ocupar el cargo,

a través de procedimientos transparentes, objetivos y equitativos.

Aunado a lo anterior se propone establecer atribuciones y naturaleza jurídica de

los Órganos lnternos de Control, así como la duración, reelección y nivel del

encargo del Titular del mismo. Modificando por ello las siguientes leyes:

1. Ley de Transparencia y Acceso a la lnformación Pública del Estado de

Nuevo León;

2. Ley que crea la Comisión Estatal de Derechos Humanos;

3. Ley Electoral para el Estado de Nuevo León; y

4. Ley Orgánica de la Fiscalía General de Justicia del Estado de Nuevo León.

Es importante resaltar que los Titulares de dichos Órganos de Control cumplen

una función primordial dentro de los entes públicos y el proceso del nombramiento

de su Titular, debe siempre velar porque se busque aquellos perfiles con una

imparcialidad y honorabilidad probada. Como anteriormente se explicÓ, con esto

se busca fortalecer la justicia administrativa y con ello el Sisterna Estatal

Anticorrupción.

Por lo anteriormente expuesto, se tiene a bien proponer el siguiente proyecto de:

DECRETO

ARTíCULO pRIMERO.- Se reforma por MODIFICACIÓN del párrafo cuarto del

artículo M, de Ias fracciones I y ll al artículo 52, de las fracciones XLV y XLVI

al artículo 54; y por ADIG¡ÓI¡ Oe un octavo párrafo al artículo 44, de una

fracción lll al artículo 52, de las fracciones XLVII y XLVlll al artículo 54, de

una SECG¡ótrl ÚttlCA denominada Del Órgano lnterno de Control, al Capítulo

ll De la Gomisión, del TITULO ll SISTEMAS DE TRANSPARENCIA' ACCESO A

LA INFORMACION Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES, la cual se

conforma por tos artículos 55 Bis, 55 Bis 1, 55 Bis 2, 55 Bis 3, 55 Bis 4, 55 Bis
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5 y 55 Bis 6 todos de Ia Ley de Transparencia y Acceso a la lnformación
Pública del Estado de Nuevo León; para quedar como sigue:

f]icuto 
44. .

Las reglas por medio de las cuales se regulará el funcionamiento interno de la
Comisión, en lo relativo a las sesiones del Pleno, formas de votación y toma de
decisiones, así como la estructura y atribuciones de las áreas administrativas que
la componen se contemplarán en la presente Ley y en el Reglamento lnterno que
al efecto sea emitido.
'in 

et nombramiento de los Titulares de sus Direcciones, incluyéndose en
ello a la Secretaría Ejecutiva y Técnica y la propuesta, gue se envíe al
Congreso del Estado de Nuevo Leon del Titular del Organo lnterno de
Control, deberá de obseruarse eI principio de paridad de género.

Artículo 52. ...

¡: El PIeno como órgano máximo;
It. Et Órgano lnterno de Control; y
lll. La demás estructura orgánica que acuerde el Pleno y se esúablezca en
el reglamento respectivo.

Artículo 54. ...

I a XLIV...

XLV. Elaborar y presentar públicamente ante el Congreso del Estado, dentro de !a
segunda quincena del mes de enero, un informe anual de actividades y de la
evaluación general en materia de acceso a la información pública en el Estado, así
como del ejercicio de su actuación;

XLVI. Aprobar la convocatoria para seleccionar la propuesta del o la Titular
del Organo lnterno de Control;

XLVll. Aprobar la propuesta del o la Titular del Órgano lnterno de Control que
se enviará al Congreso del Estado de Nuevo León, en términos de la fracción
W del artículo 63 de la Constitución Politica del Estado Libre y Soberano de
Nuevo León.; y

XLVlll. Las demás que les confieran esta Ley y otras disposiciones aplicables.
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TITULO II

SISTEMAS DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACION Y
PROTECCION DE DATOS PERSONALES

Capítulo ly ll. ...
Seccron úurce

Det Órgano lnterno de Control

Artícuto 55 Bís. Et Órgano lnterno de Control es un Órgano dotado de
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y
resoluciones. Tendrá a su cargo prevenir, corregir, investigar y calificar
acfos u omisiones gue pudieran constituir responsabilidades administrativas
de seruidores publicos de dicha Comisión y por particulares; la ejecución de
aquellas sanciones por faltas administrativas que su sanción no sean
competencia del Tribunal de Justicia Administrativa; la vigilancia,
fiscalización, superuisión y evaluación de la cuenta pública de la Comisión; y
presentar /as denuncias por hechos u omísiones que pudieran ser
constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción.

Artícuto 55 Brs 1. Et Órgano lnterno de Control tendrá las srgurenfes
atribuciones:

l. Las que contempla la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo Leon y la Ley General de Responsabilidades
Administrativas;

ll. Verificar que el ejercicio de gasto de la Comisión se realice conforme a
la normatividad aplicable, los programas aprobados y montos autorizados;

lll. Presentar al Pleno de la Comisión los informes de las revisiones y
auditorías gue se realicen para verificar la correcta y legal aplicación de los
recursos y bienes de la Comisión;

lV. Revisar que las operaciones presupuesúales que realice la Comisión,
se hagan con apego a las disposicíones legales y administrativas aplicables
y, efi su caso, determinar las desviaciones de las mismas y las causas gue
les dieron origen;

V. Promover ante las instancias correspondientes, las acciones
administrativas y legales gue se deriven de los resultados de las auditorías;
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Vl. lnvestigar, en el ámbito de su competencia, los acúos u omisiones gue
impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso,
manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos de la Comisión;

Vtt. Evaluar los informes de avance de ta gestión financiera respecto de
los programas autorizados y los relativos a procesos concluidos, empleando
la metodología que determine el mismo;

Vlll. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas fijadas en los
programas de naturaleza administrativa contenidos en el presupuesto de
egresos de la Comisión, empleando la metodología que determine;

lX. Recibir quejas y denuncias conforme a las leyes aplicables;

X. Solicitar la informacion y efectuar visr'fas a las áreas y órganos de la
Comisión para el cumplimento de sus funciones;

Xl. Recibir, tramitar y resolver las inconformidades, procedimientos y
recursos administrativos gue se promuevan en materia de adquisiciones,
arrendamientos, seruicio y obras públicas;

Xll. lnteruenir en los acúos de entrega-recepción de /os seruidores
públicos de la Comisión de mandos medios y superiores, en los términos de
la normativa aplicable;

Xlll. Participar, conforme a las disposiciones vigentes, en los comités y
subcomités de los que éste forme parte;

XlV. Atender las solrcitudes de los diferentes órganos de la Comisión en
los asuntos de su competencia;

X\l. Proponer los proyectos de modificación o actualización de su
estructura orgánica, personal y/o recursos;

XVl. Formular su anteproyecto de presupuesto;

XVll. Presentar al Pleno de la Comisión los informes previo y anual de
resultados de su gestión, y comparecer ante el mismo, cuando así lo
requiera el Comisionado Presidente;

ruil|. Presentar al Pleno de la Comisión los informes respecúo de /os
expedientes relativos a las faltas administrativas y, én su caso, sobre la
imposición de sanciones en materia de responsabilidades administrativas, y
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XlX. Las demás gue le confiera otros ordenamientos aplicables.

Artícuto 55 Bis 2. Et titutar det Órgano lnterno de Control se sujetará a los
principios previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo León y en la Ley General de la materia.
Durará en su encargo cuatro años y podrá serconsr'derado para un periodo
inmediato posterior al que se haya desempeñado, siempre y cuando se
ajuste al procedimiento establecido en la presente Sección.
Tendrá un nivel jerárquico igual al de un Director General o su equivalente y
seleccionará a quienes integren su estructura Orgánica conforme a lo
establecido en el artículo 20 de la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León.

Artícuto 55 Brb 3. Para ser Titular det Órgano lnterno de Control se deberán
cu b ri r /os siguie ntes req uisr'fos;

l. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos civiles
y políticos;

ll. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el día de la
designación;

lll. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito
doloso que amerite pena de prisión;

lV. No haber sido Consejero, Director o algún puesto equivalente
dentro de la Comisión en los cuatro años anteriores a la propia
d*ignación;

V. Contar al momento de su desígnación con una experiencia de al
menos cinco años en el control, manejo o fiscalización de
recursos;

Vl. Contar al día de su designación, con antigüedad mínima de cinco
años, con título profesional relacionado con las actividades de
fiscalización, expedido por autoridad o institución legalmente
facultada para ello;

Vll. Contar con reconocida solvencia moral;
Vlll. No pertenecer o haber peftenecido en los cuatro años anteriores a

su desrgnación, a despachos que hubieren prestado sus servrcios
a la Comisión o haber fungido como consultor o auditor externo de
la Comisión en lo individual durante ese periodo;

lX. /Vo estar inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o
comisión en el servicio publico; y

X. A/o haber sido Gobernador del Estado, Presidente Municipal,
Secretario de Estado o Municipal, Fiscal General del Estado de
Nuevo León, Senador, Diputado Federal, Diputado Local, dirigente,
miembro de órgano rector, alto ejecutivo o responsable del manejo
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de los recursos públicos de algun partido político, ni haber sido
postulado para cargo de elección popular en los cuatro años
anteriores a la propia designación.

En caso de ser elegido, se abstendrá de desempeñar cualquier otro empleo,
trabajo o comisión públicos y privados, con excepción de los cargos
docentes.

Artículo 55 Bis 4. Et proceso de designación det Titutar del Órgano de
Control lnterno, se compondrá de dos etapas.

La primera se llevará a cabo por los Consejeros de la Comisión y consistirá
en elegir una propuesta para enviarse al Congreso del Estado. lniciará con la
emisión de una convocatoria por pafte del Pleno de la Comisión, la cual
deberá prever un proceso que incluya un sistema que garantice la igualdad
de oportunidades, con base en el mérito, paridad de género y los
mecanismos más adecuados y eficientes para atraer a /os mejores
candidatos para ocupar el cargo, a través de procedimientos transparentes,
objetivos y equitativos. Concluirá con la votación por mayoría simple del
Pleno, de la propuesta det Titutar det Órgano de Control lnterno gue se
enviará al Congreso del Estado para que procedan a llevar a cabo la segunda
etapa.

La segunda etapa se llevará a cabo por el Poder Legislativo del Estado de
Nuevo León, conforme a lo establecido en la fracción LV del artículo 63 de la
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León.

Artículo. 55 Brs 5 El titutar det Órgano lnterno de Control será sujeto de
responsabilidad en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León; y podrá ser sancionado de conformidad con el
procedimiento previsto en la normatividad aplicable.
Tratándose de los demás seruidores públicos adscritos al Órgano lnterno de
Control de la Comisión, serán sancionados por et titular det Órgano lnterno
de Control o el seruidor público en quien delegue la facultad, en términos de
la Ley de Respo nsabilidades Administrativas.

Artículo 55 Bis 6. El titutar del Órgano lnterno de Controt deberá inscribir y
mantener actualizada la información correspondiente del Sisfema de
evolución patrimonial, de declaración de rnfereses y constancia
de presentación de declaración fiscal; de todos los seruidores públicos de la
Comisión, de conformidad con la Ley del Sisúema Estatal Anticorrupción
para el Estado de Nuevo León, la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León y las leyes Generales de la Materia.
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ARTíCULO SEGUNDO.- Se reforma por ADtCtÓN de un CAPíTULO Vt
dENOMiNAdO DEL ÓNCIruO INTERNO DE CONTROL, At T¡TULO II
¡NTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN ESTATAL DE DERECHOS HUMANOS, EI
cual contiene los artículos 24 Bis, 24 Bis 1,24 Bis 2, 24 Bis 3,24 Bis 4, 24 Bis
5 y 24 Bis 6 de la Ley que Crea la Comisión Estatal de Derechos Humanos;
para quedar como sigue:

rNrEGRAcróN DE LA coru¡sprrlreulonTAL DE DEREcHos HUMANos
CAPITULOIAV!....

CAPITULO VI
Det Órgano lnterno de Control

Artícuto 24 Bis. Et Órgano lnterno de Control es una Órgano dotado de
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y
resoluciones. Tendrá a su cargo prevenir, corregir, investigar y calificar
acúos u omisiones gue pudieran constituir responsabilidades administrativas
de seruidores públicos de la Comisión Estatal de Derechos Humanos y por
particulares; la ejecución de aquellas sanciones por faltas administrativas
que su sanción no sean competencia delTribunal de Justicia Administrativa;
la vigilancia, fiscalización, superuisión y evaluación de la cuenta pública de
la Comision; y presentar las denuncias por hechos u omisiones que
pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en
Combate a la Corrupción.

Artícuto 24 Bis 1. Et Órgano lnterno de Control de la Comisión Estatal de
Derechos Humanos tendrá las srguíentes atribuciones:

l. Las que contempla la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo León y la Ley General de Responsabilidades
Administrativas;

ll. Verificar que el ejercicio de gasto de la Comisión se realice conforme a
la normatividad aplicable, los programas aprobados y montos autorizados;

lll. Presentar a la Comisión los informes de las revisiones y auditorías
gue se realicen para verificar la correcta y legal aplicación de los recursos y
bienes de la Comisión;

lV. Revisar que las operaciones presupuesúales que realice la Comisión,
se hagan con apego a las disposiciones legales y administrativas aplicables
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Y, afi su caso, determinar las desviaciones de las mismas y las causas que
les dieron origen;

V. Promover ante tas instancias correspondientes, las acciones
administrativas y legales gue se deriven de los resultados de las auditorías;

Vl. lnvestigar, en el ámbito de su competencia, los acfos u omisiones gue
impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso,
manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos de la Comisión;

Vll. Evaluar los informes de avance de la gestión financiera respecto de
los programas autorizados y los relativos a procesos concluidos, empleando
la metodología que determine el mismo;

Vlll. Evaluar el cumplimiento de tos objetivos y metas fijadas en los
programas de naturaleza administrativa contenidos en el presupuesto de
egresos de la Comisión, empleando la metodología que determine;

lX. Recibir quejas y denuncias conforme a las leyes aplicables;

X. Solicitar la información y efectuar visífas a las áreas y órganos de la
Comisión para el cumplimento de sus funciones;

Xl. Recibir, tramitar y resolver las inconformidades, procedimientos y
recursos administrativos gue se promuevan en materia de adquisiciones,
arrendamientos, seruicio y obras publicas;

Xll. lnteruenir en los acfos de entrega-recepción de íos seruidores
públicos de la Comision de mandos medios y superiores, en los términos de
la normativa aplicable;

Xlll. Participar, conforme a las disposiciones vigenfes, en tos comités y
subcomités de los que éste forme parte;

XlV. Atender las soliciúudes de los diferentes órganos de ta Comisión en
los asuntos de su competencia;

XV. Proponer /os proyectos de modificación o actualización de su
estructura orgánica, personal y/o recursos;

XVl. Formular su anteproyecto de presupuesfo,.
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Xllll. Presentar a la Comisión los informes previo y anual de resultados de
su gestion, y comparecer ante el mismo, cuando así lo requiera el
Co m i sionado P resid ente ;

Xlllll. Presentar a la Comisión los informes respecto de los expedientes
relativos a las faltas administrativas y, eo su caso, sobre la imposicion de
sancíones en materia de responsabilidades administrativas, y

XlX. Las demás gue le confiera ofros ordenamientos aplicables.

Artícuto 24 Bis 2. Et titutar del Órgano lnterno de Controt se su¡'eúará a los
principios previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo León y en la Ley General de la materia.
Durará en su encargo cuatro años y podrá ser considerado para un periodo
inmediato posterior al que se haya desempeñado, siempre y cuando se
ajuste al procedimiento establecido en el presente Capítulo.
Tendrá un nivel jerárquico igual al de un Director General o su equivalente y
seleccionará a quienes integren su estructura Orgánica conforme a lo
establecido en el a¡tículo 20 de la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León.

Artícuto 24 Bis 3. Para ser Titular det Órgano lnterno de Control de ta
Comisión Estatal de los Derechos Humanos se deberán cubrir los stguienúes
requisitos:

l. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos civiles y
políticos;

ll. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el día de la
designación;

tll. Gozar de buena reputacion y no haber sido condenado por delito
doloso que amerite Pena de Prisión;

lV. No haber sído Presidente, Secretario Ejecutivo, Visitador, Director o
algún puesto equivalente dentro de la Comisión en los cuatro años
anteriores a la propia designación;

V. Contar al momento de su desrgnación con una experiencia de al
menos cinco años en el control, manejo o fiscalización de recursos;

Vl. Contar al día de su designación, con antigüedad mínima de cinco
años, con título profesional relacionado con las actividades de
fiscalizacion, expedido por autoridad o institución legalmente
facultada para ello;

Vll. Contar con reconocida solvencia moral;
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Vlll. No pertenecer o haber pertenecido en los cuatro años anteriores a su
designación, a despachos gue hubieren prestado sus servrcios a la
Comisión o haber fungido como consultor o auditor externo de la
Comisión en lo individual durante ese periodo;

lX. lVo estar inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o comisión
en el seruicio público; y

X. No haber sido Gobernador del Estado, Presidente Municipal, Secretario
de Estado o Municipal, Fiscal General del Estado de Nuevo León,
Senador, Diputado Federal, Diputado Local, dirigente, miembro de
órgano rector, alto ejecutivo o responsable del manejo de los
recursos públicos de algún partido político, ni haber sido postulado
para cargo de elección popular en los cuatro años anteriores a la
propia designación.

En caso de ser elegido, se absfendrá de desempeñar cualquier otro empleo,
trabajo o comisión públicos y privados, con excepción de los cargos
docenfes.

A¡tícuto 24 Bis 4. Et proceso de designación det Titutar det Órgano de
Control lnterno, se compondrá de dos eúapas.
La primera se llevará a cabo por el Titular de la Presidencia de la Comisión
Estatal de los Derechos Humanos y consistirá en elegir una propuesta para
enviarse al Congreso del Estado. lniciará con la emisión de una
convocatoria, la cual deberá prever un proceso que incluya un sistema que
garantice la igualdad de oportunidades, con base en el mérito, paridad de
género y los mecanismos más adecuados y eficientes para atraer a /os
mejores candidatos para ocupar el cargo, a través de procedimientos
transparenúes, objetivos y equitativos. Concluirá con la selección de la
propuesta a ocupar la Titutaridad det Órgano de Control lnterno, la cual que
se enviará al Congreso del Estado para que procedan a llevar a cabo la
segunda etapa.
La segunda etapa se llevará a cabo por el Poder Legislativo del Estado de
Nuevo León, conforme a lo establecido en la fracción LV del artículo 63 de la
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León.

Artículo. 24 Bis 5. Et titutar del Órgano lnterno de Control será sujeto de
responsabilidad en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León; y podrá ser sancionado de conformidad con el
procedimiento previsto en la normatividad aplicable.
Tratándose de los demás seruidores públicos adscritos at Órgano lnterno de
Control de la Comisión, serán sancionados por el titular del Organo lnterno
de Control o el seruidor público en quien delegue la facultad, en términos de
la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León.
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Artículo 24 Bis 6. El titular del Organo lnterno de Control deberá inscribir y
mantener actualizada la información correspondiente del Sisfema de
evolución patrimonial, de declaración de inúereses y constancia
de presentación de declaración fiscal; de todos los servidores publicos de la
Comisión, de conformidad con la Ley del Sisfema Estatal Anticorrupción
para el Estado de Nuevo León, la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León y las leyes Generales de la Materia.

ARTíCULO TERCERO.- Se reforma por MODIF¡CACIÓN de una fracción lV at
artícuto 283; y por ADICIÓI¡ Oe una SECCIÓtrl ¿ denominada DEL ÓnOm.lO
INTERNO DE CONTROL DE LA COMISIÓN ESTATAL ELECTORAL, At
CAPITULO PRIMERO DE LA COMISIÓN ESTATAL ELECTORAL
correspondiente al TITULO TERCERO DE LOS ORGANISMOS
ELECTORALES JUR¡SDICCIONALES de !a PRIMERA PARTE DE LA LEY
denominada DEL OBJETO DE LA LEY Y DE LAS ORGANIZAC¡ONES
ELECTORALES DE PROCESO ELECTORAL, el cual contiene los artículos
107 Bis, 107 Bis 1, 107 Bis 2, 107 Bis 3, 107 Bis 4, 107 Bis 5 y 107 Bis 6, de un
artículo 283 Bis, de una SECCIÓN ÚN¡Ce denominadá DEL ORGANO
INTERNO DE CONTROL DEL TRIBUNAL ELECTORAL AI CAPíTULO ÚII¡CO
INTEGRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL TITULO PRIMERO DEL TRIBUNAL
ELECTORAL de la TERCERA PARTE DE LO CONTENCIOSO ELECTORAL, la
cual contiene los artículos 285 Bis, 285 Bis 1,285 Bis 2, 285 Bis 3, 285 Bis 4,
285 Bis 5 y 285 Bis 6, todos de la Ley Electoral para el Estado de Nuevo
León; para quedar como sigue:

PRIMERA PARTE
DEL OBJETO DE LA LEY Y DE LAS ORGANIZACIONES ELECTORALES DEL

PROCESO ELECTORAL

TITULO TERCERO
DE LOS ORGANISMOS ELECTORALES Y JURISDICCIONALES

CAPITULO PRIMERO
DE LA COMISION ESTATAL ELECTORAL

sEcctÓN 4
DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DE LA COMISIÓN ESTATAL

ELECTORAL
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Artícuto 107 Bis. Et Órgano lnterno de Control es una Órgano dotado de
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y
resoluciones. Tendrá a su cargo prevenir, corregir, investigar y calificar
acfos u omisiones gue pudieran constituir responsabilidades administrativas
de seruidores públicos de la Comisión Estatal Electoral y por particulares; la
ejecución de aquellas sancrones por faltas administrativas que su sanción
no sean competencia del Tribunal de Justicia Administrativa; la vigilancia,
fiscalización, superuisión y evaluación de la cuenta pública de la Comisión; y
presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser
constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción.

A¡tícuto 107 Bis 1. Et Órgano lnterno de Controt de la Comisión Estatat
E I ecto ral ten d rá las srguie ntes atri b u c i o n e s :

l. Las que contempla la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo León y la Ley General de Responsabilidades
Administrativas;

ll. Verificar que el ejercicio de gasfo de la Comisión se realice conforme a
la normatividad aplicable, los programas aprobados y montos autorizados;

lll. Presentar al Pleno de la Comisión los informes de las revisiones y
auditorias gue se realicen para verificar la correcta y legal aplicación de los
recursos y bienes de la Comisión;

lV. Revisar que las operaciones presupuesfales que realice la Comisión,
se hagan con apego a las disposiciones legales y administrativas aplicables
y, efi su caso, determinar las desviaciones de las mismas y las causas que
les dieron origen;

V. Promover ante las instancias correspondientes, Ias acciones
administrativas y legales gue se deriven de los resultados de las auditorías;

Vl. lnvestigar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones gue
impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso,
manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos de la Comisión;

Vll. Evaluar los informes de avance de la gestión financiera respecto de
los programas autorizados y los relativos a procesos concluidos, empleando
la metodología que determine el mismo;
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Vlll. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas fijadas en los
programas de naturaleza administrativa contenidos en el presupuesúo de
egresos de la Comisión, empleando la metodología que determine;

lX. Recibir quejas y denuncias conforme a las leyes aplicables;

X. Solicitar la información y efectuar visiúas a las áreas y órganos de la
Comisión para el cumplimento de sus funciones;

Xl. Recibir, tramitar y resolver las inconformidades, procedimientos y
recursos administrativos gue se promuevan en materia de adquisiciones,
arrendamientos, seruicio y obras publicas;

Xll. lnteruenir en los acúos de entrega-recepcion de los seruidores
públicos de la Comision de mandos medios y superiores, en los términos de
la normativa aplicable;

Xlll. Participar, conforme a las disposiciones vigenúeg en los comités y
subcomités de los que éste forme parte;

XlV. Atender las solicitudes de los diferentes órganos de la Comisión en
los asuntos de su competencia;

X\l. Proponer los proyectos de modificación o actualización de su
estructura orgánica, personal ylo recursos;

XVl. Formular su anteproyecto de presupuesto;

nil. Presentar al Pleno de la Comisión los informes previo y anual de
resultados de su gestion, y comparecer ante el mismo, cuando así lo
requiera el Consejero Presidente;

nflil. Presentar al Pleno de la Comisión los informes respecfo de /os
expedientes relativos a las faltas administrativas y, €n su caso, sobre la
imposicion de sanciones en materia de responsabilidades administrativas, y

XlX. Las demás gue le confiera otros ordenamientos aplicaóles.

Artículo 107 Bis 2. El titutar det Órgano lnterno de Controt se su¡'efará a los
principios previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo León y en la Ley General de la materia.
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El titutar del Órgano lnterno de Control durará en su encargo cuatro años y
podrá ser consr'derado para un periodo inmediato posterior al que se haya
desempeñado, siempre y cuando se ajuste al procedimiento establecido en
la presenfe Seccron.
Tendrá un nivel jerárquico igual al del Secretario Ejecutivo y seleccionará a
quienes integren su estructura Orgánica conforme a lo establecido en el
artículo 20 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
Nuevo León.

A¡tículo 107 Bis 3. Para ser Titular det Órgano lnterno de Controt de la
Comisión Estatal Electoral se deberán cubrir los siguientes requisr'fos.'

l. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos
civiles y políticos;
ll. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el día de la
designación;
lll. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito
doloso que amerite pena de prisión;
lV. No haber sido Consejero, Secretario Ejecutivo, Director o algún
puesto equivalente dentro de la Comisión en los cuatro años
anteriores a la propia designación;
V. Contar al momento de su desrgnación con una experiencia de al
menos cinco años en el control, manejo o fiscalización de recursos;
Vl. Contar al día de su designación, con antigüedad mínima de
cinco años, con título profesional relacionado con las actividades de
fiscalización, expedido por autoridad o institución legalmente
facultada para ello;
Vll. Contar con reconocida solvencia moral;
Vlll. No pertenecer o haber pertenecido en los cuatro años anteriores
a su desrgnación, a despachos que hubieren prestado sus servrcios a
la Comisión o haber fungido como consultor o auditor externo de la
Comisión en lo individual durante ese periodo;
lX. IVo estar inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o
comisión en el seruicio público; y
X. IVo haber sido Gobernador del Estado, Presidente Municipal,
Secretario de Estado o Municipal, Fiscal General del Estado de Nuevo
León, Senador, Diputado Federal, Diputado Local, dirigente, miembro
de órgano rector, alto ejecutivo o responsable del manejo de los
recursos públicos de algún partido político, ni haber sido postulado
para cargo de elección popular en los cuatro años anteriores a la
propia designación.
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En caso de ser elegido, se absfendrá de desempeñar cualquier otro empleo,
trabajo o comisión públicos y privados, con excepción de los cargos
docentes.

A¡tículo 107 Bis 4. El proceso de designacion del Titutar del Órgano de
Control lnterno, se compondrá de dos efapas.
La primera se llevará a cabo por los Consejeros de la Comisión y consistirá
en elegir una propuesta para enviarse al Congreso del Estado. lniciará con la
emisión de una convocatoria por parte del Pleno de la Comisión, la cual
deberá prever un proceso que incluya un sistema que garantice la igualdad
de opoñunidades, con base en el mérito, paridad de género y los
mecanismos más adecuados y eficientes para atraer a /os mejores
candidatos para ocupar el cargo, a través de procedimientos transparenúes,
objetivos y equitativos. Concluirá con la votación por mayoría simple del
Pleno, de la propuesta del Titutar det Órgano de Control lnterno gue se
enviará al Congreso del Estado para que procedan a llevar a cabo la segunda
etapa.
La segunda etapa se llevará a cabo por el Poder Legislativo del Estado de
Nuevo León, conforme a lo establecido en la fracción LV del a¡tículo 63 de la
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León.

Artícuto. 107 Bis 5. Et titutar det Órgano lnterno de Control será sujeto de
responsabilidad en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León; y podrá ser sancíonado de conformidad con el
procedimiento previsto en la normatividad aplicable.
Tratándose de los demás seruidores públicos adscritos al Órgano lnterno de
Controt de ta Comision, serán sancionados por et titutar det Órgano lnterno
de Control o el seruidor publico en quien delegue la facultad, en términos de
la Ley de Respo nsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León.

Artículo 107 Bis 6.. Et titutar det Órgano lnterno de Controt deberá inscribir y
mantener actualizada la información correspondiente del Sísfema de
evolucion patrimonial, de declaración de ínúereses y constancia
de presentación de declaración fiscal; de todos los seruidores publicos de la
Comisión, de conformidad con la Ley del Sísfema Estatal Anticorrupción
para el Estado de Nuevo León, la Ley de Responsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León y las leyes Generales de la Materia.

Artículo 283. El Magistrado Presidente del Tribunal Electoral tendrá las
siguientes atribuciones:

I a lll. ...
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lV. Proooner al oleno la desionación de Secretarios v demás oersonal
jurídico y administrativo, coñ excepción de los que ihtegren el'Órgano'de Conírot lnteirno.

V a Xl. ...

Artículo 283 Bis. En el nombramiento de /os Titulares de sus enfes
administrativos, jurisdiccionales y la prgpuesta que se envíe al Congreso del
Estado de NueÚó León det Titutár Aú O'rgano literno de Control, deberá de
obsentarse el principio de paridad de généro.

TERCERA PARTE
DE LO CONTENCIOSO ELECTORAL

TITULO PRIMERO
DEL TRIBUNAL ELECTORAL

CAPTTULO ÚMCO
INTEGRACION Y FUNCIONAMIENTO

sEcctÓN Ú¡'.trce
DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DEL TRIBUNAL ELECTORAL

A¡ticulo 285 Bis. Et Órgano lnterno de Control es una Órgano dotado de
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y
resoluciones. Tendrá a su cargo prevenir, corregir, investigar y calificar
acúos u omisiones gue pudieran constituir responsabilidades administrativas
de seruidores públicos del Tribunal Electoral del Estado de Nuevo León y
por particulares; la ejecución de aquellas sancíones por faltas
administrativas que su sanción no sean competencia del Tribunal de Justicia
Administrativa; la vigilancia, fiscalización, superuisión y evaluación de la
cuenta pública de la Comisión; y presentar las denuncias por hechos u
omisíones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía
Especializada en Combate a la Corrupción.

A¡tícuto 285 Bis 1. El Órgano lnterno de Control del Tribunal Electorat del
Estado de Nuevo León tendrá las siguientes atribuciones:

l. Las que contempla la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo León y la Ley General de Responsabilidades
Administrativas;

ll. Verificar que el ejercicio de gasto del Tribunal se realice conforme a la
normatividad aplicable, los programas aprobados y montos autorizados;
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lll. Presentar al Pleno del Tribunal los informes de las revisiones y
auditorías gue se realicen para verificar la correcta y legal aplicación de tos
recursos y bienes del Tribunal;

lV. Revisar que las operaciones presupuesfales que realice el Tribunal, se
hagan con apego a las disposiciones legales y administrativas aplicables y,
en su caso, determinar las desviaciones de las mismas y las causas que les
dieron origen;

V. Promover ante las instancias correspondientes, las acciones
administrativas y legales gue se deriven de los resultados de las auditorías;

Vt. lnvestigar, en el ámbitode su competencia, losactos u omisiones gue
impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso,
manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos del Tribunal;

Vll. Evaluar los informes de avance de la gestión financiera respecto de
los programas autorizados y los relativos a procesos concluidos, empleando
la metodología que determine el mismo;

Vlll. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas fijadas en los
programas de naturaleza administrativa contenidos en el presupuesúo de
egresos delTribunal, empleando la metodología que determine;

lX. Recibir quejas y denuncias conforme a las leyes aplicables;

X. Solicitar la información y efectuar visitas a las áreas y órganos de la
Comisión para el cumplimento de sus funciones,'

Xl. Recibir, tramitar y resolver las inconformidades, procedimientos y
recursos administrativos gue se promuevan en materia de adquisiciones,
arrendamientos, seruicio y obras públicas;

Xll. lnteruenir en los acfos de entrega-recepcion de los seruidores
públicos del Tribunal de mandos medios y superiores, en los términos de la
normativa aplicable;

Xlll. Pafticipar, conforme a las disposiciones vigenúeg en los comités y
subcomités de /os gue ésúe forme parte;

XlV. Atender las solicitudes de los diferentes órganos del Tribunal en los
asunúos de su competencia;
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W. Proponer los proyectos de modificación o actualización de su
estructura orgánica, personal ylo recursos;

Xlll. Formular su anteproyecto de presupuesto;

Xllll. Presentar al Pleno del Tribunat los informes previo y anual de
resultados de su gestión, y comparecer ante el mismo, cuándo así lo
req uiera el Magistrado Presidente ;

Xlllll. Presentar al Pleno det Tribunat los informes respecto de los
expedientes relativos a las faltas administrativas y, efi su caso, sobre la
imposición de sanciones en materia de responsabitidades administrativas, y

xlx. Las demás gue le confiera otros ordenamientos aplicables.

Artículo 285 Bis 2. El titutar del Órgano lnterno de Control se sujetará a los
principios previsúos en la Ley de Responsa bitidades Adminislrativas del
Estado de Nuevo León y en la Ley General de la materia.
Durará en su encargo cuatro años y podrá ser considerado para un periodo
inmediato posterior al que se haya desempeñado, siempie y cuando se
ajuste al procedimiento establecido en la presente sección.
T_e.ndrá un nivel ierárquico igual at det Secretario General de Acuerdos y al
Director Administrativo de este Tribunal y seleccionará a quienes integren su
e_structura Orgánica conforme a lo establecido en el artículo 20 de tiLey de
Responsabilidades Administrativas der Estado de Nuevo Leon.

Attículo 285 Bis 3. Para ser Titular det Órgano lnterno de Controt del Tribunat
Electoral del Estado de Nuevo León se deberán cubrir los siguienúes
requisitos:

l. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos civiles y
políticos;

ll, Tener por lo menos treinta y cinco años cumptidos el día de ta
designación;

lll. Gozar de buena reputacion y no haber sido condenado por delito doloso
que amerite pena de prisión;

lV. No haber sido Magistrado, Secretario General de Acuerdos, Director
Administrativo o algún puesto equivalente dentro det Tribunal en ios cuatro
años anteriores a la propia designación;
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V. Contar al momento de su desrgnación con una experiencia de al
menos cinco años en el control, maneio o fiscalización de recursos;

Vt. Contar at día de su designación, con antigüedad mínima de cinco
años, con título profesional relacionado con las actividades de fiscalización,
expedido por autoridad o instituciÓn legalmente facultada para ello;

Vtl. Contar con reconocida solvencia moral;

Vttt. No pertenecer o haber pertenecido en los cuatro años anteriores a su
designación, a despachos que hubieren prestado sus servicios al Tribunal o
habér fungido como consultor o auditor externo del Tribunal en lo individual
durante ese periodo;

tX. IVo esfar inhabititado para desempeñar un empleo, cargo o comisión
en el seruicio público; Y

X. No haber sido Goóernador del Estado, Presidente Municipal, Secretario de
Estado o Municipal, Fiscal General del Estado de Nuevo León, Senador,
Diputado Federal, Diputado Local, dirigente, miembro de órgano rector, alto
ejecutivo o responsable det manejo de los recursos públicos de algún
partido potítico, ni haber sído posfulado para cargo de elección popular en
los cuatro años anteriores a la propia designación.

En caso de ser elegido, se absúen drá de desempeñar cualquier otro empleo,
trabajo o comisión públicos y privados, con excepción de los cargos
docentes.

Artícuto 285 Bis 4. Et proceso de designación det Titutar del Órgano de
Controt lnterno, se compondrá de dos etapas'
La primera se llevará a cabo por los Magistrados en Pleno y consistirá en

etegir una propuesta para enviarse al Congreso del Estado. lniciará con la
emisión de una convocatoria por parte del Pleno del Tribunal, la cual deberá
prever un proceso gue incluya un sistema que garantice la igualdad de-oportunidades, 

con base en el mérito, paridad de género y los mecanismos
más adecuados y eficientes para atraer a los meiores candidatos para

ocupar el cargo, a través de procedimientos transparenúes, obietivos y
equitativos. Cónctuirá con ta votación por mayoría simple del Pleno, de la
piopuesta del Titutar det Órgano de Control lnterno gue se enviará al
-Congreso 

del Estado para que procedan a llevar a cabo la segunda etapa.
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La segunda etapa se llevará a cabo por el Poder Legislativo det Estado de
Nuevo León, conforme a lo estabtecido en la fracción LV det artículo 63 de la
constitución Política del Estado Libre y soberano de Nuevo León.

Attículo. 285 Bis 5. El titular det Órgano lnterno de Control será sujeto de
responsabilidad en términos de la Ley de Responsabitidades Adminislrativas
del Estado de Nuevo Leon; y podrá sersancionado de conformidad con et
procedimiento previsto en la normatividad aplicable.
Tratándose de /os demás seruidores púbticos adscritos at Órgano lnterno de
Control del Tribunal, serán sancionados por et titutar det Órgano lnterno de
Control o el seruidor público en quien detegue la facultad, eñ términos de la
Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Nuevo León.

Artículo 285 Bis 6. El titular del Órgano lnterno de Controt deberá inscribir y
mantener actualizada la informacion correspondiente del Sisfema de
evolución patrimonial, de declaración de infereses y constancia
de presentación de declaración fiscat; de todos los seruidores públicos de ta
Comisión, de conformidad con la Ley det Sísúema Estatat Anticorrupción
para el Estado de Nuevo León, la Ley de Respo nsabitidades Administrativas
del Estado de Nuevo León y tas leyes Generares de ra Materia.

ARTíCULO CUARTO.- Se reforma por MOD¡F|CAC|ÓN det párrafo segundo
del artículo 10; y por AD¡clóN de un cAplruLo XVI denom¡nado DEL
ORGANO INTERNO DE CONTROL el cual contiene los artículos 83,84,85, 86,
87, 88 y 89, todos de la tey óRcÁuca DE LA FtscALíA oeñenal oe
JUSTIC¡A DEL ESTADO DE NUEVO LEóN; para quedar como sigue:

ARTíCULO 10....

l. a XVll. ...

Los titulares de las unidades administrativas señaladas en las fracciones l, Il, V,
Vl, Vlll lX, X y Xl anteriores, dependerán directamente del Fiscal General, con las
excepciones establecidas en esta Ley, su Reglamento lnterno y demás norrnas
aplicables.

CAP|TULO XVI
DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL

Artículo 83. Et Órgano lnterno de control es una órgano dotado de
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y
resoluciones. Tendrá a su cargo prevenir, corregir, investigar y catificár
acÚos u omisiones gue pudieran constituir responsábitidades idmín¡strativas
de seruidores públicos de la Fiscalía General-y por particulares; la ejecución
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de aquetlas sanciones por faltas administrativas que su sanción no sean
competencia del Tribunal de Justicia Administrativa; la vigilancia,
fiscalización, superuisión y evaluación de la cuenta pública de la Fiscalía
General; y presentar las denuncias por hechos u omisiones gue pudieran ser
constitutivos de detito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corr.upción.
El órbano lnterno de Control, su titular y el personal adscrito al mismo,
éstárín impedidos de interuenir o interferir en fórma alguna en el desempeño
de tas facúltades y eiercicio de la Fiscalía General.

Artículo 84. Et Órgano lnterno de Control de la Fiscalía General tendrá las
sig uientes atri bucion es :

t. Las que contempla la Ley de Responsabilidades Administrativas del
Estado de Nuevo LeÓn y la Ley General de Responsabilidades
Administrativas;

tt. Verificar que el ejercicio de gasúo de la Fiscalía General se realice
conforme a la normatividad aplicable, los programas aprobados y montos
autorizados;

ttt. Presentar at Fiscal General los informes de las revisiones y auditorías
gue se realicen para verificar la correcta y legal aplicación de los recursos y
bienes de la Fiscalía General;

tV. Revisar que las operaciones presupuesfales que realice la Fiscalía
General, se hagan con apego a las drsposrciones legales y administrativas
aplicables y, en su caso, determinar las desviaciones de las mismas y las
causas gue les dieron origen;

V. Promover ante las instancias correspondientes, las acciones
administrativas y tegates gue se deriven de los resultados de las auditorías;

Vt. lnvestigar, en el ámbito de su competencia, los acÚos u omisiones gue
impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso,
manejo, custodia y apticación de fondos y recursos de la Fiscalía General;

Vtt. Evaluar los informes de avance de la gestión financiera respecÚo de
los programas autorizados y tos relativos a procesos concluidos, empleando
la metodología que determine el mismo;
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Vlll. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas fijadas en los
programas de naturaleza administrativa contenidos en et presupuesfo de
egresos de la Fiscalía General, empleando la metodotogía que determine;

lx. Recibir quejas y denuncias conforme a ras reyes apricables;

X. Solicitar la información y efectuar visifas a las áreas y órganos de la
Comisión para el cumplimento de sus funciones;

Xl. Recibir, tramitar y resolver las inconformidades, procedimientos y
recursos administrativos gue se promuevan en materia de adquisiciones,
arrendamientos, seruicio y obras públicas;

Xll. lnteruenir en los actos de entrega-recepción de los seruidores
públicos de la Fiscalía General de mandos medios y superiores, en /os
términos de la normativa aplicable;

Xlll: Participar, conforme a las disposiciones vigenfes, en los comités y
subcomités de /os que éste forme pañe;

XlV. Atender las solicitudes de los diferentes órganos de ta Fiscalía
General en los asunúos de su competencia;

X\l. Proponer los proyectos de modificación o actualizacion de su
estructura orgánica, personal y/o recursos;

XVl. Formular su anteproyecto de presupuesúo,.

nil. Presentar al Fiscal General los informes previo y anual de resultados
de su gestión;

Xvlll. Presentar al Fiscal General los informes respecto de los expedientes
relativos a /as faltas administrativas y, @n su caso, sobre ta impósición de
sanciones en materia de responsabitidades administrativas, y

xlx. Las demás gue le confiera otros ordenamientos aplicables.

Artículo 85. El titular det Órgano lnterno de Control se su¡'etará a los
principios previsfos en la Ley de Responsa bilidades Adminlstrativas det
Estado de Nuevo León y en la Ley General de la materia.
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Durará en su encargo cuatro años y podrá ser considerado para un periodo
inmediato posterior al que se haya desempeñado, siempre y cuando se
ajuste al procedimiento establecido en el presente Capítulo.
Tendrá un nivel jerárquico igual al de un Director General o su equivalente y
seleccionará a quienes integren su estructura Orgánica conforme a lo
establecido en el artículo 20 de la Ley de Respo nsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León.

Attículo 86. Para ser Titular del Órgano lnterno de Control de la Comisión
Estatat de los Derechos Humanos se deberán cubrir los stgutenfes
requisitos:

t. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos civiles y
políticos;

tt. Tener por lo menos treinta y cinco años cumplidos el día de la
designación;

ttt. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito
doloso que amerite Pena de Prisión;

tV. Contar al momento de su designación con una experiencia de al
menos cinco años en el control, manejo o fiscalización de recursos;

V. Contar al día de su designación, con antigüedad mínima de cinco
años, con título profesional relacionado con las actividades de
fiscalización, expedido por autoridad o institución legalmente
facultada para ello;

Vl. Contar con reconocida solvencia moral;

Vtl. No pertenecer o haber pertenecido en los cuatro años anteriores a su
designación, a despachos que hubieren prestado sus seruicios a la
Comisión o haber fungido como consultor o auditor externo de la
Comisión en lo individual durante ese periodo;

Vttt. No estar inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo o comisión
en el seruicio Público; Y

tX. No haber sido Fiscal General, Titular de alguna de las Unidades
Administrativas establecidas en el artículo 10 de la Presente Ley,
Gobernador det Estado, Presidente Municipal, Secretario de Estado o
Municipal, Senador, Diputado Federal, Diputado Local, dirigente'
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miembro de Órgano rector, alto ejecutivo o responsa ble det manejo
de los recursos públicos de algún partido político, ni haber sido
postulado para cargo de elección popular en /os cuatro años
anteriores a la propia designación.

En -caso de ser elegido, se absúendrá de desempeñar cualquier otro emoleo.
tr.abajo. o comisió-n púbticos y privadoi, Coii-éice§Cio-i ¿e-ii¡s-;irgoé
docentes.

Artículo 87. El proceso de designación det Titutar det Órgano de Control
lnterno, se compondrá de dos eúapas.
La primera se llevará a cabo por el Fiscat General y consistirá en elegir una
propuesta para enviarse al Congreso del Estado. lniciará con la emisión de
una convocatoria, la cual deberá prever un proceso que incluya un sistema
que garantice la igualdad de oportunidades, con base en el mérito, paridad
de género y los mecanismos más adecuados y eficientes para atraer a los
meiores candidatos para ocupar el cargo, a través de procedimientos
transparenfes, objetivos y equitativos. Concluirá con la selección de ta
propuesta a ocupar la Titularidad det Órgano de Control lnterno, la cual que
se enviará al Congreso del Estado para que procedan a llevar a cabo la
segunda etapa.
La segunda etapa se llevará a cabo por et Poder Legislativo det Estado de
Nuevo León, conforme a lo establecido en la fracción LV del artículo 63 de la
constitución Política del Estado Libre y soberano de Nuevo León.

Artículo. 88. El titular det Órgano lnterno de Control será sujeto de
responsabilidad en términos de la Ley de Respo nsabitidades Administrativas
del Estado de Nuevo León; y podrá ser sancionado de conformidad con el
procedimiento previsto en la normatividad apticable.
Tratándose de los demás seruidores púbticos adscritos al Órgano lnterno de
Control de la Comisión, serán sancionados por et titular det-órgano lnterno
de Control o el seruidor público en quien delegue la facuttad, en términos de
la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León.

A¡ticulo 89. Et titular det Órgano lnterno de Control deberá inscribir y
man.tener actualizada ta información correspondiente det Sisfema de
evotüción patrimonial, de declaración d; rnfereses y constancia
qe prefPntación de declaración fiscat; de todo.s los seruidores publicos de la
Comisión, de conformidad con la Ley det Sistema Estatal Anticorrupción

^ ;ptara el Estado de Nuevo León, ta Ley áe Respo nsabilidades Administrativas
del Estado de Nuevo León y tas teyeé Generaies de la Materia.

TRANSITOR¡OS
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PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su

publicación en el Periódico Oficial del Estado.
SEGUNDO. Los Organismos a los que la Constitución Política del Estado Libre y

Soberano de Nuevo León les otorga autonomía, citados en el presente Decreto,
aprobará la convocatoria para iniciar el proceso de designación del Titular del
órgano de Control lnterno, a los noventa días contados a partir de la entrada en

vigor del presente Decreto.
Eñ caso de que se encuentre en funciones un Titular de dicho Órgano de Control
lnterno, podrá participar en el proceso, siempre y cuando cumpla con los
requisitos establecidos en la Ley y la Convocatoria publicada.
E! Órgano Constitucional Autónomo tendrá un plazo de treinta días a partir de la
emisión de la convocatoria, para enviar al Congreso del Estado de Nuevo León la
propuesta de Titular del Órgano de Control lnterno, con el objetivo de que continÚe
con el proceso establecido en la fracción LV del artículo 63 de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo LeÓn.

TERCERO. Se respetarán los derechos laborales de los servidores públicos que

conformen la estructura administrativa del Órgano lnterno de Control, por lo que

las designaciones conforme a al artículo 20 de la Ley de Responsabilidades
Administrativas del Estado de Nuevo León, serán aplicables a partir de las

sucesivas altas y bajas.
CUARTO. Los Organismos a los que la Constitución Política del Estado Libre y

Soberano de Nuevo León les otorga autonomía, citados en el presente Decreto,

deberá de modificar sus disposiciones reglamentarias y normativas a los sesenta
días contados a !a entrada en vigor del presente Decreto.

Monterrey, Nuevo León a 20 de noviembre del2020
Grupo Legislativo del Partido Verde,Ecologista de México

Dip. lvon Bustos P
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INICTATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE

REFORMAN, ADICIONANI DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CODIGO
crvll PARAEL ESTADo DE NUEVo mÓN.

DIP. MARIA GUADALUPE RODRIGUEZ MARTINEZ
PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTryA
DEL H. coNGRESo DEL ESTADo DE NUEvo lnÓN.
IJilII LEGISLATURA.
PRESENTE.

LIC. GLORIA ESTHgn UfUñIZ SAI\C}IE;Z, mexicana, ciudadana nuevoleonesa,

mayor de edad, abogada, en el ejercicio del derecho constitucional que me otorga el artículo 68o de la

Constitución Política del Estado Libte y Sobetano de Nuevo León, ocurro ante este H. Órg"'o

Legislativo a presentar INICIATIVA DE DECRETO POR EL CUAL SE REFORMAN,

ADICIONAN DTVERSAS DISPOSICIONES DEL CODIGO CTVIL P,\RA EL ESTADO DE,

NUEVO LEON, en los términos contenidos en el presente escrito, pan lo cual, con el debido

respeto rcdizo la siguiente:

EXPOSICION DE MOTIVOS

En materia de derechos humanos resulta fund¿mental su ptomoción y en patticulares aquellos que corresPonden

ala famtha,lo que lleva implícito la protección del goce y eiercicio de los derechos de los integrantes de la misma

en su interacción diaria.

Resulta de gtan importancia la concurencia que debe de haber enfte la fanilia, el Estado y la sociedad

en Ia protección deigoce y ejercicio de los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes en el entorno

familiar, así como en la asunción y cumplimiento de los debetes y obligaciones que denen estos Pala con la

infa¡cta. Esta concurrencia la encontÁos establecida en nuestra Constitución Política aL plantear en los

pátafosocho, nueve y üezdel atículo 4o. el principio del interés superior de la infancia que deberá considerat

el Estado en todas ,tl, ,."ior.s y políticas públicas en mateda de ruños, niñas y ad<¡lescentes' Los deberes y

obügaciones de quienes los tienen, ,o.-go-y cuidado, así como la participación y e) pdncipio de coadyuvancia

de la sociedad civil en la materia, mismo que me permito transcribir a condnuación:

*

Attículo 4o. En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velatá y cumplirá con el

pdncipio del intetés supetiot de Ia iñrr, ganntizando de tnafleflt pleaa sus dercchos' Los

niños y las niñas tienen derecho a Ia satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud,

educación y sano esparcimiento pan su dcsarollo integral. Este pincipio debeú guiar el

üseño, eiecución, seguimiento y evaluación dc las políticas públicas dirigidas a la niñez' Los

ascendienrr", *rorrly custoüos tienen ta obtígación tle pteserar y exigir eI cumplimiento de

estos dercchos y principios. EI Estado ototgará facilidades a los paticulares pafa que

coadyuven al cumplimiento de los derechos de la ntñez'



Colno podemos observar, en el texto constitucional, los niños, las niñas y los adolescefltes son sujetos de

derecho y están ptotegidos p<lr la legislación, los otganismos gubemamentales, los integrantes de la familia y la

sociedad civil, quienes respetarán, gatantzarán, desatrollarán y aphcaún día a üa los contenidos de la
Constitución, la Ley y la Convención sobre los Derechos del Niño en todos los ámbitos de su vida, en particular

en Ia famüa.

Aquí encontramos regulados dos princrpios que drngirán todas las medidas, acciones y políticas públicas: el

principio de la ptotección integtal y el principio del interés supedor del niño.

El pdmero coresponde aI conjunto de normas y de políticas públicas que considetan al niño, niña o
adolescente como r¡n sujeto activo de detechos hasta que cumple la mayoÁa de edad. Define las

responsabilidades de la familia, la sociedad y el Estado con telación a sus detechos humanos protegidos

priodtariamente en virtud de su condición de inmadurez. Este principio garatúza su pleno acceso a los detechos

que se les reconocen en la Convención sobre los Detechos del Niño, en la Constitución, en la tegislación que les

aplique, así como a la gtatuidad y pdoridad en Ia atención que tequietan.

La segunda premisa fi¡ndamental det principio de la ptotección integ'ial lleva implícito su obligatotio

cumplimiento en la toma de todas las decisiones relativas a los niños, las niñas y los adolescefltes, quienes tienpn

pdoddad, preferencia, consideración y atención absolutas en la ptotección y la gatantia de sus detechos

humanos, en todas las políticas públicas, en la asignación de partidas del presupuesto pública .lidgrdas a las

acciones, programas y políticas que se vinculen a sus necesidades, así como en el acces o y b atención en los

servicios púbücos y en Ia ptotección en cualqüer circunstancia.

El interés supetior del niño constituye un pdncipio vinculante para todos aquellos que intervienen en la toma de

decisiones que resuelvan o afecten la situación, condiciones o derechos de niños, niñas y adolescentes; así" eI

legislador, los jueces, los magistrados, las autoridades administrativas, los organismos gubetnamentales y la
sociedad civil lo deberán 

^phcar. 
en sus ¿cciones de defensa y protección de los detechos de niños, niñas y

adolescentes.

Todo lo antedor deberá verse refleiado en lz aphcación de la Convención sobre los Detechos del Niño en la

legislación del Estado mexicano y de cada entidad fedetativa, en nuestro caso y en la legislación civil o familiat.

El Estado tiene la obligación de ptoteger a la famtha, como asociación natural de la sociedad y como espacio

fundamental pa;a el desarollo integtal de las personas. Las relaciones familiates se basan en la igualdad de

derechos y deberes, la solidaddad, la comptensión mutua y el tespeto recíptoco efltre sus integtantes' El Estado

garantaarála protección de los integrantes de la familia, prioritadamente a niños, niñas y adolescentes'

La Convención sobre los Derechos del Niño fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en

su resolució t M/25,e1 20 de noviembre de 1989. Actualmente es el tratado intemacional en mateÁa de derechos

humanos que cuenta con eI mayor número de ratificaciofles a nivel munclial.

La Convención sobre los Derechos del Niño es el pdmer ftatado intemacional especializado de catácter

obligatorio que reconoce los derechos humanos de todos los niños, niñas y adolescentes del mundo'

A lo largo de sus 54 artículos, establece un marco juddico inédito de protección integral a favot de las Personas

menores de 18 años de edad, que obliga a los Estados que la han ratificado a respetar' Proteger y gatr,núzar el

eiercicio de los derechos civiles y políticos, económicor, *.irl.. y culturales de todas las personas menores de 18

años de edad, independienteme.ra" d. su lugar de nacimieflto, sexo, teligión, etnia, clase social, condición

familiar, entre otros. tté*i"o ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño el 27 de septiembre de 1990'

por lo que quedo obügado a rdoptxtodas las meüdas adminisuativas, legislativas y de cualquier otra índole para

dar efectividad a los derechos reconocidos en ella a favor de todos los niños, niñas y adolescentes en el país'

La Convención, desde su preámbulo, hace refetencia a la familia como núcleo fundamental de

formación y desarollo personal, emocional y social efl un ambiente de amot y acogimiento en tanto los niños'

las niñas y ios adolescentes maduran y adqüeren lamayoÁa de edad.

Así las cosas, en los párafosquinto y sexto del preámbulo <le la Convención señalan: Convencidos de

que la famiyz,como grupo frmdamental de ia sociedad y meüo riatural pxa el crecimiento y el bienestar de

todos sus miembros, y en particulat de los niños, debe recibit la protección y asistencia necesarias para poder

asumir plenamente sus resPonsabüdades dentro de la comunidad'

Reconociendo que el niño, pxa elpleno y armoriloso desarrollo de su petsonalidad, debe cecer en el seno de la

famiüa, eo un ambiente de felicidad, alnor y comptensión'



Deiigual forma en su noveno párrafo establece la necesid¿d que existe de proteget en todas las fotmas posibles,

incluyendo la legal, a niños, niñas y adolescentes en virtud de que no son capaces de cüdrrce y Proveerse por sí

mismos y ahí encontramos uoa mancuerna perfecta con las declaraciones previas en las que la familia y su

protección, como lo señala también el attículo 4o. Constitucional, rcsult¿n primordiales pata establecet,

reconocer y garznitzat los detechos, Ias obügaciones, los debetes y la ptotección de los integmntes de la familia,

primordialmente la protección de los niños,las niñas y los adolescentes.

Teniendo presente que, como se inüca en la l)eclaración de los Derechos del Nino, "el niño, pot su falta de

madwez fisica y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida ptotección legal, tanto antes

como después del nacimiento".

Encontramos que en los artículos 2.7 y 2.2 de la Convención sobre los Derechos del Nino, se hace tefetencia, a

modo de excepción, a cualqüer situación que por actos de integmntes de la famiüa, específicamente los

ascefldientes, pudiera tener como consecuencia, el desconpcimiento de los derechos de los niños,las niñas y los

adolescentes o el castigo o la discdminación de los mismos. En estos casos,los niños,las niñas y los adolescertes

vetá¡ sus derechos humanos vulnetados como consecuencia de actos o manifestaciones de tercetos, y si bien no

habla del niño en la familia, en cambio sí lo hace del entomo famiüat y de las consecuencias de este en Ia vida y

desarrollo de Ia infancia:

Artículo 2o.

1. Los Estados parte respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y aseguraran su aplicación

a cada niño su)eto a su judsdicción, sin distinción ilgtna, indepenüentemente dela taza, el color, el sexo, el

idioma, 1, lgligión, la opinión política o de otra índole, el odgen nacional, étnico o social, la posición

económica, los impedimentos fisicos, el nacimiento o cualquiet otra conüción del niño, de sus padres o de

sus representantes legales.

2. Los Estados parte tomxintodas las medidas apropiadas pan gxanitzar que el niño se vea protegido contra

toda forma de üscriminación o castigo por causa de la condición. las actividades, las opiniones expresadas o

las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus famiüares'

Más adelante se hace referencia a Ia intervención de órganos como los tribunales, los que tendrán que aplicar eI

principio del interés supedor de la infancia. Si bien se trata de una disposición genetal y no existe una tefetencia

específica en cuanto ala fanillv., es cierto, como se vetá más adelante, que en las controversias civiles del orden

familiar deberá tomarse en cuenta la opinión de los niños, Ias niñas y los adolescentes en aquello que incumba a

los derechos que tienen con relación a sus ascendientes confotme a la legislación familiar:

Artículo 3o.

En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestat

social, los tribunales, las autoddades adminisftadvas o los órganos legislativos, una consideración pdmordial a

que se atetderá setá el intetés supetiot del niño.

Hace específica imputación respecto a los derechos y debetes de los padres y tutore rcsponsables de su cuidado

y atención, en perfecta concordancia con lo dispuesto pot el atículo 4o. Constitucional, ya que plantea la toma

de todas las meüdas, incluidas las legislativ^s,parz ga::rrritzer que los progenitotes o cualquiet otro obligdo

conforme a b ley familiar vele por el bienestar integral de los niños, las niñas y los adolescentes en el entorno de

l^ f^n1nia y el social.

Los Estados parte se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesad,os para su

bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padtes, tutores u otras Personas responsables de el

ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.

En su artículo 5o. la Convención nuevamente se tefiere a las responsabiüdades de los padres y miembros de la

famüa,en este caso va más alláal considerar alz fañ)ia ampliada, al establecet que el Estado debeá teguladas

de al forma que se les garaltice a los niños, las niñas v los adolescentes el plena reconocimiento, goce y ejetcicio

de sus derechos humanos, de ah todas las meüdas, acciofles, Progtafnas y legislación que así 1o hagan:

Los Estados parte respearán las responsabiüdades, los detechos y los deberes de los padres o, en su caso, de los

miembros de la familia ampüada o de la conlrnidad, se¡¡rn establezca la costumbre local, de los tutores u otras

personas encargadas legalmente del niño de impattirle, efr cottsonancia con Ia evolución de sus facultades'
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dirécción y orientación apropiadas para que el ntño ejerua los derechos reconocidos en Ia presente Convención.
El derecho de convivencia, guarda, custodia y derecho de visita Dedvado del derechr¡ a tenff una familia nace el

coffelativo de convivencia de los hiios con sus padres y famiüares privilegiando el mejot desarrollo integtal de

los primeros.

Es fundamental que se entienda que Ia convivencia del niño, niña y adolescente con sus padres es su detecho

pero también será un deber de los ptogenitotes para con ellos.

En casos de excepción,los términos de la convivencia puede vaiat,como cuando se indica que los hijos pueden
vivir sepatados de uno o ambos padres, por excepción, en caso de juicios del orden civil o famiüat siempte que
así lo determinen las autoridades judiciales considerando que sea lo que más convenga a niños, niñas o

adolescentes.

Tienen detecho a vivir con sus padres:

Artículo 9".

1. excepto cuando, a reserva de revisión iudicial, las autoridades competentes determinen, de confonnidad con

la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesana en el interés supedot del niño.

En este último caso y a üavés de un ptocedimiento jurisdiccional se estableceri la fotma en que la

convivenci¿ con ambos padres se desarrollará, siempte que ello no fuera pe{udicial para el bienestar de

niños, niñas y adolescentes; para eso se atenderá, conforme a la legislación civil o familiar, aI tégimen de

guatda, custodia y visitas:

Artículo 9o.

3. Los Estados parte respetffán el derecho del niño que este separado de uno o de ambos padres a m¿ntener

relaciones pesonales y contacto directo con ambos padtes de modo tegular, salvo si ello es conftario al

interés superior del niño.

Otra modalidad del derecho de convivencia es el derecho de guatda y custodia y el derecho de visit¿ en caso

de que los padres se encuentren divotciados o separados.

La gaatday custodia es aquella'en la que el cuidado de los hijos y el deber de velar pot ellos, es atribuidolo a

uno de los padtes, y al otro se le establece permite el régimen de vistas y los alimentos.

La g;ptday custodia es una figura derivada de l¿ filiación y el parentesco y se encueritra regulada dentro de

la institución de la paúa potestad.

Hace referetaa ala combinación de derechos, privilegios y obligaciones esablecidas o decretadas a una persona,

por autoddad iudicial competente, normalmente cualquiera delos padtes, pa::- el cuidado y desanollo integtal de

otro, en este caso, un niño o niña menores de edad, es decir los hijos, casi siempre.

La custoüa implica el ejercicio de detechos y obligaciones con tespecto a los hiios y la convivencia con los

mismos en la vida ifurn^ y que "comprende el debet y la facultad de tenet a los menores en compañía de los

padres, afectando, únicamente a una parte de las facultades integtantes de b patta potestadrr. Jurisprudencia

.omprrrd, define a la custodia como: "La tenencia o control fisico que denen los padtes sobte sus hiios (as) no

emancipados (as). En dgor juríüco, la custoüa es r¡n atributo inhetente ala patÁa potestad... "

De igual manera seria la que los criterios que deben regir la tesolución sobre qüen setá el que detente la custodia

de lÁ hijos, deberán ser el bienestar y los meiores inteteses de los rneflores, indepenüeotemente de su sexo o

edad.

GUARDA Y CUsToDIA DE LoS MENoRES DE BDAD. LA DECISIÓN ¡UOICIAL REIATTVA A SU

OTORGAMIENTO DEBERA ATENDER A AQUEL ESCENARIO QUE RESULTE MAS BENEFICO PARA EL

MENOR [INTERPRETACION DEL ARTICLLO 4.228, FRACCI6N II, INCISO A), DEL CODIGO CIYIL DEL

ESTADO DE MEXICO]. Como ya Io ha establecido esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no existe en

nuestro ordenamiento juddico una suerte de presunción de idoneidad absoluta que iuegue a favor de alguno de los progenitores pues,

en principia, tanto el padre como la madre están igualmente capacitados para atender de modo conveniente a los hijos' Así las cosas, el

lot.rprete, al momento de apücar el inciso a), de la fracción n, aet articuto 4.228 del Código Civil del Estado de México, que dispone

qrr" ,i ,ro se llega a ningún acuerdo respecto a la guarda y custodia, "los menotes de diez años quedaran al cuidado de la madre, salvo

que sea pe4uaiaa pam el menor", debetá atender, en todo momento, al interés supedor del menot. Lo antetiot significa que la

áecisión ¡udicial al tespecto no solo deberá ateoder a aquel escenado que resulte menos perjuücial para el rnenot' sino, por el conüado'
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debétá buscat una solución estable, justa y equitativa que resulte lo más benéfica para este. La dificultad estdba en detetminat y
delimitar el contenido del interés superior del menor, ya gue no puede ser establecido con carácter general y de forma abstracta; la

dinámica de las relaciones famüares es exüaordinadamente compleja y vaiada y es ücha dinámica, así como las consecuencias y
efectos que la ruptura haya ocasionado en los integrantes de la familia, Ia que determinaa cual es el sistema de custodia más beneficioso
para los menores. Así las cosas, el juezhabá de valorar las especiales circunstancies que coflcrúran en cada ptogenitot y detetminar
cuál es el ambiente más propicio para el desarrollo integal de la personalidad del menor, lo cual se puede dar con ambos progenitores
o con uno solo de ellos, ya sea Ia madre o el padre. En conclusión, la tutela del inteés pteferente de los hijos exige, siempte y en

cualquier caso, que se ototgue la guarda y custodia en aquella f<rrma (exclusiva o compartida, a favot del padre o de la madte), que se

tevele como *a mas benéfica para el menor. 187778. \'1.2o.C.224 C. Tdbunales Colegiados de Circuito. Novena

Época. SemanarioJudicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Abrit de 2002,Pág.7290.

En efecto, la determinación de los juzgadores no puede estat basada en prirlcipios de géneto, que eventualmente

pueda incidir en un pe{ücio en contra del interés superior del menor del que ya se ha ocupado la cotte, como lo
hemos visto ut supra.

Por oüo lado, respecto aI régimen de visitas, en los casos en que el menor viva con uno de los padres, el otro
progenitor podrá y deberá erercer únicamente la custodi¿ fisic¿ en los tiempos designados, como en el caso de

vacaciones, fines de semana, f.estas, días después de la escuela, pasat iuntos la cena y regresarlo a c sa., o cuando

duerma con él efitre semana en días de escuela, por mencionar algunas situaciones objeto de los acuerdos o

tesoluciones que influyen rlirectarnente en la convivencia del menot con uno o ambos padres, e igualmente

po&á resolver sobre las cuesdones no fundamentales y del día a día durante los tiempos de convivencia fijados

para el padre con régimen de vistas. Cualqüer situación de relevancia en la vida, salud, desarollo integral del

menor deberá ser consultada y tomada por y con el progenitor que ejetce la gaatdt y custodia.

En estos casos, cuando uno de los padres se encuentre en una entidad fedetativa o en un Estado

distinto del menor, caso en el que debe adoptatse pfimerc una decisiói 
^cetca 

del lugar de residencia del niño, se

pdvilegiará igual el derecho de convivencia con quien tiene el detecho de visita, pudiendo los hiios salir y entrar

de su lugar de residencia para visitar al otro padre, tomando todas las medidas necesadas Para su seguridad y

protección:

Artículo 10.

1. De conformidad con ta obligación que incumbe a los Estados Parte a teflor de lo dispuesto en el

partafo 1 del artículo 9o., toda solicitud hecha por un niño o por sus padres paÍa enúar en rur Estado

parte o pam salit de el a los efectos de la teunión de la familia, será atendid¿ por los Estados patte de

rnufleta.positiva, humanitatia y expeditiva. Los estados pafie gúart(tzatán, además, que la presentación

de tal petición no úaericonsecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus famüates.

2. El niño cuyos padres residan en estados diferentes tendrá derecho a mafrteneÍ periódicamente, salvo

en circunstancias excepcionales, relaciones personales y cootactos dLectos cofl ambos padtes. Con tal

fin, y de conformidad con ta obligación asumida pot los estados parte en virh¡d del párafo 1 del

artículo 9o., los Estados parte respetaún el derecho del niño y de sus padres a salit de cualquier país,

inclüdo el propio, y de entrar en su propio país. El derecho de salir de cualqüet país estará suieto

solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean neces aias pan proteger la seguddad

nacionaf eI orden público, la salud o la motal púbüca o los derechos y übertades de oüas Personas y

que estén en consonancia con los demás derechos recoflocidos pot Ia Presente Convención.

Es por ello que el estado mexicano adoptó tales pdncipios como parte de su legislación y cumplimiento del

,rtiloto 4 y 133 de nuestra cart;- n^grla, en la creación de la Ley par:a lt Ptotección de los Derechos de Niñas,

Niños y Adolescentes que establece en sus artículos.

Artículo 23. Niñas, niños y adolescentes denen detecho a vivit en familia. La falta de recursos no podrá

considerarse motivo suficiente para separados de sus padtes o de los famüares cofl los que convivan, ni causa de

la pérdida de la pauia potestad.

El Estado velari porque solo sean sepamdos rJe sus padres y de sus madres mediante sentencia u orden

preventiva judicial qrr" i".h." la ..puación y de conformidad con causas previamente dispuestas en las leyes, así

.o-o de procedimientos en los que se garandce el detecho cle audiencia de todas las Pafres involucadas

inclüdas niñas, niños y adolescentes. Las leyes establecerán lo necesado, a frn de asegurat que no se iuzguen

como exposición ni estado cle abandono, Ios casos ,Je padres y rnadtes que, Pot extrema pobteza o Porque

tengan necesidad de ganarse el sustento icjos de su lugar de residencia, tengan dificultades para atendedos

pemanentemefrte, ,i.ápr" que los mantengan a cuidado de oüas personas, los traten sin violencia y provean a

su subsistencia.
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Se Lstablecerán progmmas de apoyo a las familias para que esa falta de recursos no sea causa de sepatación.

Artículo 24. Las autoridades establecerán las normas y los mecanismos flecesatios a fin de que, siempre que una

niña, un niño, una o un adolescente se vean pdvados de su familia de odgen, se procure su reefrcuenfto con ella.

Asimismo, se tendrá como prioritaria la necesidad de que niñas, niños y adolescentes, cuyos padtes estén

sepatados tengan derecho a convivir o mantener relaciones personales y trato ditecto con ambos, salvo que de

conformidad con la ley, Ia autoddad determine que ello es contrado al interés superiot del niño.
Artículo 25. Cuando una niña, un niño o una adolescente se vean pdvados de su familia, tendrán derecho a

tecibir la protección del Estado, qüen se encargará de procutarles una famüa sustituta y mienuas se encueofte

bajo la tutela de este, se les bdnden los cüdados especiales que tequieran por su situación de desampato familiat.

Las normas establecerán las disposiciones necesarias para que se logte que quienes lo teqüetan, ejerzan

plenamente el derecho a que se refi.ere este capítulo, mediante:

A. La adopción, prefetentemente la adopción plena.

B. La participación de familias sustitutas y

C. A falta de las anteriores, se recutrirá a las instituciones de asistencia pública o privada o se creatán

centros asistenciales pata este fin.

En esta misma, conforme a lo esablecido en su artículo 3, La Federación, las entidades federativas, los

municipios y las dematcaciones terdtodales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respecdvas

competencias, concr:rrirán en el cumplimiento del obieto de esta Ley, para el diseño, eiecución, seguimiento y

evaluación de políticas púbücas en materia de ejercicio, tespeto, protección y promoción de los derechos de

niñas, niños y adolescentes, así como para gataninar su máximo bienestar posible privilegiando su intetés

superior a üavés de medidas estructurales, Iegales, adminisuativas y PtesuPuestales. Las políticas públicas

debetán contribuir a la formaci6n fisico, psicológica, económica, social, cultual, ambiental y cíica de niñas,

niños y adolescentes.

Es indudable que la f^finia, es el lugar más adecuado pan el desarollo integml del set humano, es

responsabiüdad de los miembros de la famita, especialmente de los padtes cuando existen, crear condiciones

pa:a el desenvolvimiento de Ia personalidad de los hiior, y es este deber al que se tefiere la norma al exigLlo en

forma pioitanapuesto que su función es la de ptocrüar la efectividad de los derechos de los hiios, siendo este

mandato pdoridad absoluta y sin dilaciones.

Por ella cuando un padte pnva a oto del derecho de convivencia inftinge de manem dfuecta no solo el

derecho que este dene, si no el derecho primigenio del menor de convivir con ambos padres tal como 1o

establece la Suptema Corte, se determine que impedit que los menores de edad convivan con uno de los padtes

puede genemr daños emocionales üficiles de tevetit; además, considera no existe nz6t Para Pensal que la

interacción con dicho padre pudiem generar un daño al infante.

GUARDA Y CUSTODIA. CUANDO UNO DE LOS PROGENITORES HA INCUMPLIDO

SISTEMATICAMENTE CoN EL REGIMEN DE VISITAS Y COI\TVTVENCIAS, ES CONFORME AL INTERES

SUpERIOR DEL MENOR MODIFICARLA De acuerdo a la doctrina que ha desarollado esta Suptema Corte de Justicia de la

Nación, la convivencia con ambos progenitotes es fundamental para el desarrollo de los menores; par lo tanto, en rln escenatio de

ruptura famiüar, los juzgadore, d"b.., grr*tizar que se lleven a cabo las visitas y convivencias. hatá bien, esta Primera Sala ha

establecido que para tomar decisiones respecto a la guarda y custodia y en general respecto a las convivencias de los menotes con sus

padres-, ¿"¡" ¡¡titir*re t¡n estándar de riesgo, r"gon a cual, debe tomarse la decisión que genere la menor probabüdad de que los

menores sufran danos. De acuerdo con esto, a la latga existe un mayor desgo de que la falta absoluta de contacto con alguno de los

padres Ie ocasione más daños al menor que los qo" p,-rrdi".* derivat del cambio de la guarda y custoüa. A pesar de la importancia de

"r"g*", 
las convivencias, los tdbtrnales no debei decretar el cambio de guarda y custodia sin antes habet intentado por oÚos medios

que estas se lleven a cabo. Sin embargo, cuando ya existen diversos requedmientos, apetcibimientos y órdenes y alguno de los

p.og.oito.". sigue sin presentar al menor a las convivencias, el cambio de Ia guarda y custodia se vuelve necesario ya que es la ú:rica

medida que puede ganttinat que las convivencias se llevarán a cabo.

Es pot lo que se propone en la presente iniciativa modificar el Código Civil Para el Est¿do de Nuevo

Irón. Para una -ryá, chriáadde las propu".tas de teforma, se presentan los siguientes cuadros compamdvos:
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CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEON

Por 1o antedotmente expuesto, con fundamento en los artículo 68o de Ia Constitución Poütica

del Estado Libre y Sobeiano de Nuevo León, sometemos a la consideracjón de esta Asamblea'

Ia siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ARTICULO UNICO.- Se reforma los atículos 323o bis, 323o bis I y 4M", del código civil

para el Estado de Nuevo León, pata quedar como sigue:

TEXTO\rIGENTE PROPUESTADE REFORIVIA

DE LA VIOLENCIA FAMILIAR

Aft. 323 Bis.- Por violencia f^*U.. se considera Ia

conducta o el acto abusivo de poder u omisión intencional,
dirigido a dominar, someter, conftolar, o agredit de manera
psicológica, fisica, sexual, patrimonial o económica, denüo
o fuera del domicüo famüat, cuyo agresor o agresora tenga

o haya tenido con la persona agedida relación de

matrimonio o concubinato; de parentesco por
consanguinidad en línea recta, ascendiente o descenüente
sin limitación de grado; padente colateral consanguíneo o
afin hasta el cuarto grado, o patentesco civil.

DE I-A VIOLENCIA FAMILIAR

Art.323 Bis.- Por violencia famüat se considera la conducta o el

acto abusivo de poder u omisión intenciond, dirigido a dominar,
someter, conttolar, o agtedir de manera psicológica, f[sica, sexual,

patrimonial o económica, dentro o fuera del domicilio famiüat,
cuyo agresot o agresora tenga o haya tenido con Ia persona

agtedida telación de matrimonio o concubinato; de Parentesco
pot consanguinidad en línea recta, ascendiente o descendiente sin

limitación de grado; pariente colateral consanguíneo o afin hasta

el cuarto gtado, o parentesco civil.

La conducta que lleven a cabo el padre, la madte, padente por
consanguinidad en línea tecta, ascendiente, sin limitación de

gtado; pariente colateral consanguíneo o afin hasta el cuarto
gtado, o parentesco civil, que tenga intervención en la custodia
de un hiio o hija, que injustificadamente impidiendo la

comunicación, las visitas y convivencias con el otro progenitor,
provoquen en el niño o niña un Proceso de transformación de

conciencia, que puede ir desde el miedo y el rechazo, hasta üegar

al odio causando, se entenderá como alienación parental.

Art. 323 Bis 1. Pata los efectos del Artículo antedor, los

tipos de violencia famiüat son:

I. Psicológica: el tr¿stomo mental que Provoque
modificaciones a la personalidad, o a la conducta, o ambas,

resultante de la agresión;

Att. 323 Bis 1. Para los efectos del Artículo antedot, los tipos de

violencia famiüar son:

I. Psicológica: el trastomo mental que afecte el derecho al

desarollo de la personalidad, provoque modificaciones

misma, o a la conducta, o ambas, tesultante de Ia agesión;

libre
en la

CAPITULO IiI
DE LOS MODOS DE ACABARSE Y SUSPENDERSE

LA PATRIA POTESTAD

Art 444.- La patÁa potestad se pietde por sentencia iudicial
en los siguientes casos:

III. Cuando por las costumbres deptavadas, violencia

famiüat, explotación o abandono de los debetes de quien la

eierza, pudiera comPrometetse la salud, la seguridad, la

dignidad, Ia integtidad o la moralidad de los menores> aurl

cuando estos hechos no sean penalmente punibles;

CAPITULO III
DE LOS MODOS DE ACABARSE Y SUSPENDERSE IA

PATRIAPOTESTAD

Art. 444.- Lapaara Potestad se pierde pot sentencia fudicial en

los siguientes casos:

III. Cuando por las costumbres depravadas, violencia famiüar,

alienación paiental, explotación o abandono de los deberes de

quien la ejárza, pudiem comPtometerse la salud, la seguridad, Ia

iig.i¿r¿, ia integridad, la momlidad o el übre desarollo de la

pJsonalidad de los menores, aun cuando estos hechos no sean

penalmente punibles;



CODIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEON.

CAPITULO III
DE I.A VIOLENCIA FAMILIAR

Art. 323 Bis.- Por violencia familiar se considera Ia conducta o el acto abusivo de poder u
omisión intencional rliti8ido a dominat, someter, controlat, o agtedir de manera psicológica,

física, sexual, patrimonial o económica, dentro o fuera del domiciüo familiat, cuyo agresot o

agresora tenga o haya tenido con la persona ag,-redida telación de matrimonio o concubinato;

de parentesco por consanguinidad en línea recta, ascendiente o descendiente sin limit¿ción de

gtado; pariente colatetal consanguíneo o afin hasta el cuarto gtado, o parentesco civil.

La conducta que lleven a cabo eI padre, la madre, pariente por consanguinidad en linee. tecta,

ascendiente, sin limitación de gtado; pariente colatetil consanguíneo o afin hasta el cuafio

gtado, o parentesco civil, que tenga intervención en Ia custodia de un hijo o hija, que

injustificadamente impidiendo la comunicación, las visitas y convivencias con el otro
ptogenitor, provoquen en el niño o niña un proceso de transfotmación de conciencia, que

puede ir desde el miedo y eI rccl:lazo, hasta llegar al oüo se entenderá como alienación

parental,

Art. 323 Bis 1. Pam los efectos del Artículo anteriot, los tipos de violencia familiar son:

I. Psicológica: el uastomo mental que afecte el detecho al libre desarrollo de la personalidad,

provoque modificaciones en la misma, o a la conducta, o ambas, resultante de la agtesión;

CAPITULO III
DE LOS MODOS DE ACABARSE Y SUSPENDERSE LA PATRIA POTESTAI)

Att. 444.- Lt paaia potestad se pierde por sentencia juücial en los siguientes casos:

III. Cuando por las costumbres depravadas, violencia familiar, alienación parental, explotación

o abandono de los deberes de quien la cierza,pudieta comprometese la salud, la seguddad, la

dignidad, la integtidad,la moralidad o el libre desartollo de Ia personalidad de los menores, aun

cuando estos hechos no sean penal,rente punibles;
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H. CONGRESO DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN

LXXV LEGISLATURA

GRUPO LEGISLATIVO NUEVA ALIANZA, NUEVO LEON

C. Dip. María Guadalupe Martínez Rodríguez

Presidenta del H. Congreso del Estado

Presente. -

rTo
ARTESN.L.

i)3 ht
Ma. Dolores Leal Cantú, diputada de la Septuagésima Quinta Legislatura al H. Congreso del
Estado, coordinadora de la fracción parlamentaria de Nueva Alianza, Nuevo León, con fundamento
en los artículo 68 y 69 de la Constitución Política del Estado, correlacionados con los diversos 102,
103 y 104, del Reglamento para el Gobierno lnterior del Congreso, ocurro a presentar lniciativa con
proyecto de Decreto, por el que se reforma por modificación, el artículo 36, primer y último párrafos
párrafo, y las fracciones l, ll y V, el artículo 43 párrafos primero y segundo, el artículo 44 primer
párrafo, el artículo 84 primer y segundo párrafos y el tercer párrafo, incisos a) y b), al artículo g1
primer párrafo; y por adición de un Título ll BlS, con dos Aparados y con el artículo 20 Bis, de la
fracciÓn Vl al artículo 36 y de un segundo párrafo al artículo 91; todos de la Constitución Política
del Estado Libre y Soberano de Nuevo León.

Fundamentamos la presente iniciativa, en la siguiente:

Exposición de Motivos:

Adelantándose a las demás legislaturas de los demás Estados, en la sesión ordinaria celebrada el
l9dediciembre de2016, la Septuagésima Cuarta Legislatura, al H. Congresodel Estado, aprobó
"someter a discusión" un proyecto de decreto, que contiene reformas a la Constitución Política del
Estado, en materia de revocación de mandato y de participación ciudadana, derivado de los
Expedientes Exp.9979 LXIV y 9980 LX|V).

En Nuevo LeÓn, de acuerdo con el artículo 149 de la Constitución Política del Estado, las reformas
a nuestra fundamental local, requieren de un procedimiento especial, conocido coloquialmente
como de "dos vueltas".

En la" primera vuelta", no se vota el proyecto de decreto. Únicamente se somete a su discusión. En
la "segunda vuelta" es cuando se decide en sentido aprobatorio o de rechazo; aunque generalmente
sucede lo primero, en ocasiones, con modificaciones a lo que se discutió en la" primera vuelta".

Para fines de la presente iniciativa, se transcribe íntegramente el referido proyecto de decreto:

PRIMERO. - Se reforma por modificación el artículo 30 primer párrafo y la fracción I del artículo 36,
el artículo 43 primer párrafo y g4 primer párrafo; y por adición de la fracción Vl al artÍculo 36; todos
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, para quedar como sigue
(con negritas las reformas):
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Artículo 30.- El Gobierno del Estado de Nuevo León, es Republicano, Democrático, Laico,

Representativo y Popular; se ejercerá por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial; siendo la

base de su organización política y administrativa el Municipio Libre. Estos Poderes derivan del

pueblo y se limitan solo al ejercicio de las facultades expresamente designadas en esta

Constitución. No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación

ni depositarse el Legislativo en un solo individuo. EI pueblo participará en las decisiones del

Estado a través de tos instrumentos de participación ciudadana en los términos que

establece esta Constitución y las que prevean las leyes.

Artículo 36.- ...

l.- Votar en las elecciones populares y en la consulta de revocación de mandato;

ll.- a V.- ...

Vl.- Ejercer los instrumentos de participación ciudadana, en los términos que prevean las leyes;

Artículo 43.- La organización de las elecciones es una función estatal que se ejerce bajo los

principios rectores de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza, máxima publicidad e

independencia y se lleva a efecto por un órgano independiente y autónomo, dotado de personalidad
jurídica y patrimonio propios. Este órgano tendrá la facultad de materialtzar los instrumentos
de participación ciudadana conforme a los mismos principios. La Ley determinará las

funciones e integración de dicho órgano, mismo que estará formado por ciudadanos del Estado

designados para tal efecto por el Congreso del Estado por consenso, a falta de éste serán electos
por las dos terceras partes de los integrantes de la legislatura, y de no alcanzarse dicha votaciÓn

se procederá a realizar la insaculación por el pleno del Congreso.

( .)

.Artículo 94.- Al poder judicial corresponde la jurisdicción local de las materias de control de la

constitucionalidad loca, civil, familiar, penal, de adolescentes infractores y participación
ciudadana. También garantizará la vigencia de las normas de la Constitución y leyes federales, en

las materias en que éstas autoricen en la jurisdicción concurrente.

()
Transitorios;

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico

Oficial del Estado.

Segundo.- Se derogan todas las disposiciones que contravengan lo contemplado en el presente

decreto.



Tercero.-Comuníquese el presente Acuerdo a los promoventes de conformidad a lo establecido por

el artículo 124 del Reglamento para el Gobierno lnterior del Congreso".

Resulta pertinente mencionar que la legislatura anterior terminó sus funciones, sin aprobar la

"segunda vuelta" del precitado decreto.

No obstante que aprobaron la Ley de Participación Giudadana de! Estado de Nuevo León, para

regular las figuras de participación ciudadana, entre ellas, las Consultas Populares y la Revocación
de Mandato; ésta última resultaría aplicable al gobernador del Estado a las y lqq dtputados. así

como a las y los presidentes municipales.

Por lo tanto, Ia aplicación de la revocación de mandato, en los términos establecidos en la
referida ley, quedó condicionada a la aprobación de la reforma a la constitución local en esta
materia, que, a la fecha, permanece "congelada"

Así las cosas, en Nuevo León la figura de revocación de mandato, prevista por la Ley de

Participación Ciudadana, solo existe en el papel.

Al paso del tiempo, se reformaron, respecto de temas distintos, los artículos 43 y 94 de la
Constitución Política del Estado (que formaban parte de la revocación de mandato). Por ello, lo
relativo a la primera vuelta de la revocación de mandato, quedó rebasado. EJ -consecuenqia, la

"sequnda vuelta, no tiene sentido; p_qr lo que las-_dgs- iniciativ.as de origen, deben*ggr desech3da§
sin más trámite.

A mayor abundamiento, respecto de la obsolescencia de la reforma en cuestión, el 20 de diciembre
del año 2019, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el decreto que contiene reformas y
adiciones a diversos artículos de la Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos en
materia de consulta populary revocación de mandato, mismos que entraron en vigor al día siguiente

de su publicación.

El artículo 35 constitucional reformado, establece como derechos de los mexicanos votar en las

consuttas populares, sobre temas de trascendencia nacional; prevé que para convocar a las

consultas se requiere de al menos el dos por ciento de electores inscritos en la lista nominal;

además; precisa que no podrán ser objeto de consulta popular la restricción de los derechos
humanos, los principios consagrados en el artículo 40 de la propia ConstituciÓn, la permanencia o
continuidad en el cargo de los servidores públicos de elección popular, la materia electoral, el

sistema financiero, ingresos, gastos y el Presupuesto de Egresos de la Federación, entre otras

temáticas. Se agrega que la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá, previo a la

convocatoria que realice el Congreso de la Unión, sobre la Constitucionalidad de la materia de la
consulta.

Se establece en el mismo artículo, que el lnstituto Nacional Electoral tendrá su cargo en forma

directa, la verificación de los requisitos de la consulta, así como de su organización; además, que

las consultas populares se realizarán el primer domingo de aqosto.

En otro de los apartados del citado artículo, se incluye el derecho de participar en el proceso de

revocación de mandato del Presidente de la República: el cual será convocado por el lnstituto



Nacional Electoral a petición de ciudadanas y ciudadanos, en un número equivalente al tres por

ciento de los inscritos en la lista nominal, siempre y cuando la solicitud corresponda a por lo menos

diecisiete entidades federativas, que representen, al menos, el tres por ciento de la lista nominal;

con el agregado de que la revocación de mandato se podrá solicitar en una sola ocasión v durante
los tres primeros meses posteriores al tercer año de eiercicio constitucional.

El mismo decreto en el artículo 41 fracción V, Apartado C, establece que en las entidades

federativas, las elecciones locales y, en su caso, las consultas populares y los procesos de

revocación de mandato, estarían a cargo de organismos públicos locales en los términos que

disponga la constitución federal y la particular de los estados y las demás disposiciones aplicables.

A su vez, el artícuto 81 constitucional reformado, preceptúa que el cargo de Presidente de Ia
República, podrá ser revocado; mientras que el artículo 84, indica que de proceder la revocación

mandato del Pre rra Drovtsto idad del ooder

ejecutivo quien ocupe la presidencia del Congreso y que, dentro de los treinta dias siquientes. el

Conqreso nombrará a quien concluirá el período constitucional.

De la misma manera, el artículo 116, segundo párrafo, fracción l, primer párrafo, preceptúa que los

gobernadores de los Estados, no podrán durar en su encargo más de seis años y que su mandato
podrá ser revocado; en cuyo caso, las constituciones locales establecerán las normas relativas a

los procesos de revocación de mandato del qobernador en cuestión.

Adicionalmente, de particular importancia, resulta el artículo sexto transitorio del referido Decreto,

al establecer lo siguiente:

"Sexto. Las constituciones de las entidades federativas, dentro de los dieciocho meses
siguientes a la entrada en vioor del presente Decreto, deberán garantizar el derecho
ciudadano a solicitar la revocaciín de mandato de la persona titular del Poder Eiecutivo local.
La soticitud deberá plantearse durante /os fres,Treses posteriores a la conclusiÓn deltercer año del
periodo constitucional, por un número equivalente, al menos, al diez por ciento de la lista nominal
de electores de la entidad federativa, en la mitad más uno de /os municipios o alcaldías de la
entidad; podrá llevarse a cabo en una so/a ocasión durante el periodo constitucional, mediante

votación libre, directa y secreta; será vinculante cuando la participación corresponda como mínimo

al cuarenta par ciento de dicha lista y la votación sea por mayoría absoluta. La iornada de votación

se efectuará en fecha posterior y no coincidente con procesos e/ecfo rales o de parficipaci5n

ciudadana, locales o federales y quien asuma el mandato del ejecutivo revocado concluirá el
periodo constitucionat. Las entidades federativas que hubieren incorporado la revocaciÓn de

mandato det Ejecutivo local con anterioridad a esfe Decreta armonizarán su arden iurídico de

conformidad con las presentes reformas y adiciones, srn demerito de la aplicacidn de la figura para

los encargos iniciados durante la vigencia de dichas normas" [lnfasis añadido)

En cumplimiento de este mandato constitucional, la fracción parlamentaria de Nueva Alianza, Nuevo

León, promueve la presente iniciativa que tiene por objeto incluir en Ia Gonstitución Política del

Estado las fiquras de consulta popular v revocación de mandato: armonizadas con el decreto

de reform a a la constitución federal, antes referido y con disposiciones de la Ley Federa! de

Consulta Popular.



para ello, se propone reformar la Constitución Política del Estado, por adiciÓn de un Título ll Bis,

denominado "De la participación ciudadana", con el artículo 40 Bis, dividido en los apartados: A

y B. El primero para regular las Consultas Populares y el segundo para la revocaciÓn de mandato.

por lo que se refiere alApartado A, se propone que el Congreso del Estado convoque las Consultas

populares, a petición del Gobernador o Gobernadora; o por al menos, el 33% de quienes integren

la legislatura, o por ciudadanos y ciudadanas, en un número equivalente, al menos, al dos por ciento

de los inscritos en la lista nominal de electores del estado o del municipio,

Se agrega que el resultado será vinculante cuando la participación total corresponda, al menos, al

cuarenta por ciento de los ciudadanos y ciudadanas inscritos en la lista nominal de electores del

estado o del municipio, según corresponda.

Se precisa que no podrán ser objeto de consulta popular; la restricción de los derechos humanos

reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado

o en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, ni las garantías para su

protección; los principios a que aluden los artículos 1' y 30 de esta Constitución; la permanencia o

continuidad en el cargo de las personas servidores públicos de elección popular; las leyes o disposiciones

de carácter tributario o fiscal y el Presupuesto de Egresos del Estado; entre otros temas.

Se indica que el Tribunal Superior de Justicia del Estado resolverá, previa a la convocatoria que

realicen el Congreso o los ayuntamientos, respecto de la constitucionalidad de la materia a que se

refiera la consulta.

Además, se precisa que la Comisión Estatal Electoral, tendrá a su cargo, la organizaciÓn, difusiÓn,

desarrollo, cómputo y declaración de resultados, entre otras disposiciones.

lgualmente, se establece que las resoluciones de la Comisión Estatal Electoral, podrán impugnarse

ante el Tribunal Electoral del Estado.

por lo que respecta al Aparado B, se precisa que la revocación de mandato, del Gobernador o

Gobernadora del Estado es el instrumento de participación solicitado por la ciudadanía para

determinar la conclusión anticipada en el desempeño del cargo a partir de la pérdida de la
confianza.

Se faculta a la Comisión Estatal Electoral para convocar a la revocaciÓn de mandato, dentro de los

tres meses siguientes a la conclusión del tercer año del periodo constitucional, cuando medie

petición de al menos, el diez por ciento de los electores inscritos en la lista nominal, que

correspondan cuando menos, a la mitad más uno de los municipios del Estado.

Se indica que la revocación de mandato podrá llevarse a cabo en una sola ocasión, mediante

votación libre, directa Y secreta.

Asimismo, se establece que la revocación de mandato será vinculante cuando la participación

corresponda como mínimo al cuarenta por ciento de la lista nominal de electores y la votación sea

por mayoría absoluta.



Se precisa que la Comisión Estatal Electoral, tendrá a su cargo, en forma directa, la organización,

desarrollo y cómputo de la votación;

Además, se prevé que el cómputo de revocación de mandato podrá ser impugnado ante elTribunal

Electoral del Estado; entre otras disposiciones.

Por otra parte, se propone reformar el artículo 43, con el fin de facultar a la Comisión Estatal

Electoral para organizary realizar los procesos de consulta populary de revocación de mandato
en la forma y términos que señalen la propia Constitución y las leyes de la materia. De la misma

manera, establecer que dicho órgano colegiado, tendrá la obligación de comunicar los resultados a

los Poderes de la Entidad y ordenar su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Asimismo, proponemos reformar el artículo 44, para establecer que el Tribunal Electoral del Estado

resuelva las impugnaciones que se pudieran presentar, en los procesos de consulta popular y

revocación de mandato.

También, se propone reformar el artículo 84, para precisar que el cargo de gobernador podrá ser

revocable en los términos establecidos en esta Constitución y leyes aplicables

Por último, proponemos adicionar un segundo párrafo al artículo, para establecer que, en caso de

revocarse el mandato del Gobernador o Gobernadora del Estado, asumirá provisionalmente la

titularidad del Poder Ejecutivo quien ocupe la presidencia del Congreso; y que, dentro de los treinta

días siguientes, el Congreso nombrará a quien concluirá el período constitucional.

.La iniciativa que proponemos, redactada con un lenguaje incluyente, se visualiza mejor, en el

sig uiente cuadro comparativo:

Gonstitución Política del Estado de Nuevo León

Dice: Se propone que diga:

ArtÍculo. 36.- Los derechos de los ciudadanos
mexicanos residentes en el Estado son:

l.- Votar en las elecciones populares.

ll.- Poder ser votado para todos los cargos de

elección popular, teniendo las calidades que

establezca la ley. El derecho de solicitar el registro
de candidatos ante cualquier autoridad electoral
corresponde a los partidos políticos, asi como a los

ciudadanos que soliciten su registro de manera

Artículo. 36.- Los derechos de los ciudadanos y

las ciudadanas de origen mexicano,
residentes en el Estado son:

l.- Votar en las elecciones populares, en
consultas populares y de revocación
mandato;

ll.- Poder ser votado para todos los cargos de

elección popular, teniendo las calidades que

establezca la ley. El derecho de solicitar el

registro de candidatos ante cualquier autoridad
electoral corresponde a los partidos políticos, así

como a los ciudadanos y ciudadanas que

soliciten su registro de manera independiente y

las
de



independiente y cumplan con los requisitos,
condiciones y términos que determine la legislación

;

lll.- Hacer peticiones, reclamaciones o protestas en

asuntos políticos e iniciar leyes ante el Congreso.

lV.- Asociarse individual y libremente para tratar en
forma pacífica los asuntos políticos del Estado.

V.- Formar partidos políticos y afiliarse a ellos de
manera libre, voluntaria e individual, en los términos
que prevean las leyes.

No tendrá validez ningún pacto o disposición
contrario a los principios establecidos en las

fracciones anteriores o que limite de cualquier
manera el derecho de los ciudadanos a la libertad
de afiliación o de voto.

cumplan con los requisitos, condiciones
términos que determine la legislación

lll.- a lV.-...

V.- Formar partidos polÍticos y afiliarse a ellos de

manera libre, voluntaria e individual, en los

términos que prevean las leyes: y

Vl.- Ejercer los mecanismos de participación
ciudadana establecidos en la ley.

No tendrá validez ningún pacto o disposición
contrario a los principios establecidos en las

fracciones anteriores o que limite de cualquier
manera el derecho de los ciudadanos a la libertad
de afiliación o de voto, o de participación
ciudadana

TITULO ¡I BIS

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

No existe

ART¡CULO 40 BlS.'Las consultas populares y de
revocación de mandato se sujetarán a los
procedimientos siguientes, así como a lo que se
establezcan en las demás leyes aplicables:

A.-. Las consultas populares se sujetarán a lo
siguiente:

l. Serán convocadas por el Congreso del Estado
a petición de:

a) El Gobernador o Gobernadora;

b) Al menos el treinta y tres por ciento de
quienes integren la legislatura;

c) Los ciudadanos y ciudadanas, en un número
equivalente, al menos, al dos por ciento de los
inscritos en la lista nominal de electores del

No existe



estado o del mun¡c¡p¡o, según corresponda, en
los términos que determine la ley.

Con excepción de la hipótesis prevista en el
inciso c) de esta fracción, Ia petición deberá ser
aprobada por la mayoría presente de quienes
integren el Congreso.

ll. Cada ayuntamiento podrá convocar a

consulta popular, en los términos de la ley,
previa aprobación de cuando menos las dos
terceras partes de sus integrantes.

lll. Cuando la participación total corresponda, al
menos, al cuarenta por ciento de los ciudadanos
y ciudadanas inscritos en !a lista nominal de
electores del estado o del municipio, según
corresponda, el resultado será vinculatorio para
los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado,
los ayuntamientos y las autoridades
competentes;

lV. No podrán ser objeto de consulta popular:

a).- La restricción de los derechos humanos
reconocidos por !a Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la particular del
Estado o en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, ni las
garantías para su protección;

b).- Los principios consagrados en los artículos
1" y 30 de esta Constitución;

c).-La permanencia o continuidad en el cargo de
las personas servidores públicos de elección
popular;

d).- Las reformas a la Constitución Política del
Estado y a las leyes locales, que deriven de
reformas o adiciones a Ia Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos;

e).- La materia electoral;

0.- Las leyes o disposiciones de carácter
tributario o fiscal;

g).- La seguridad estatal;

h).- el Presupuesto de Egresos del Estado;



i).- Las obras de infraestructura en ejecución;

j).- El régimen interno de la administración
pública estatal o municipal;

k).- La regulación interna del Congreso del
Estado o de los ayuntamientos;

l).- La regulación interna del Poder Judicial; o

m).- Las demás que determinen esta
Constitución y demás ordenamientos jurídicos
aplicables.

V.-El Tribunal Superior de Justicia del Estado
resolverá, previa a la convocatoria que realicen
el Congreso o los ayuntamientos, respecto de la
constitucionalidad de la materia a que se refiera
la consulta.

Vl.- La Gomisión Estatal Electoral, tendrá a su
cargo, en forma directa, la verificación del
requisito establecido en el inciso c), fracción l,

apartado A de este artículo, así como la
organización, difusión, desarrollo, cómputo y
declaración de resultados.

Asimismo, promoverá la participación de los
ciudadanos en las consultas populares y será Ia
única instancia a cargo de la difusión de las
mismas.

La promoción deberá ser imparcial y de ninguna
manera podrá estar dirigida a influir en las
preferencias de la ciudadanía, por lo que deberá
enfocarse en promover la discusión informada y
la reflexión de los ciudadanos y ciudadanas.

Ninguna otra persona física o moral, sea a título
propio o por cuenta de terceros, podrá contratar
propaganda en radio y televisión dirigida a

influir en !a opinión de los ciudadanos y
ciudadanas sobre las consultas populares.

Durante los tres días anteriores a la jornada de
consulta y hasta el cierre oficial de las casillas,
queda prohibida la publicación de encuestas,
total o parcial, que tenga por objeto dar a

conocer las preferencias de los ciudadanos y
ciudadanas o cualquier otro acto de difusión;



Vll. La consulta popular se realizará el mismo día

de la jornada electoral, conforme a los requisitos
y procedimiento que señale la ley secundaria; y

Vll!. Las resoluciones de la Comisión Estatal
Electoral podrán ser impugnadas ante el

Tribunal Electoral del Estado;

B.- La revocación de mandato delGobernador o
Gobernadora del Estado, es el instrumento de
participación solicitado por la ciudadanía para

determinar la conclusión anticipada en el

desempeño del cargo a partir de la pérdida de la
confianza, el cual se llevará a cabo conforme a

lo siguiente:

l.-Será convocada por la Comisión Estatal
Electora!, a petición de los ciudadanos y
ciudadanas, en un número equivalente, al

menos, al diez por ciento de los inscritos en la
lista nominal de electores, de cuando menos la

mitad más uno de los municipios de !a entidad;

ll. La Comisión Estatal Electoral, dentro de los
siguientes treinta días a que se reciba !a

solicitud, verificará el requisito establecido en la
fracción anterior y emitirá inmediatamente la

convocatoria al proceso para la revocación de

mandato.

!ll.- Podrá llevarse a cabo en una sola ocasión,
durante los tres meses posteriores a la

conclusión del tercer año del periodo
constitucional del Gobernador o Gobernadora
del Estado; mediante votación libre, directa y
secreta; será vinculante cuando la participación
corresponda como mínimo al cuarenta por
ciento de dicha Iista y la votación sea por
mayoría absoluta;

Los ciudadanos y ciudadanas podrán recabar
firmas para la solicitud de revocación de
mandato durante el mes previo a la fecha
prevista en el párrafo anterior. La Comisión
Estatal Electoral emitirá, a partir de esta fecha,
los formatos y medios para la recopilación de
firmas, así como los lineamientos para las
actividades relacionadas ;

10



¡V. La jornada de votaciGn se efectuará el

domingo siguiente a los noventa días
posteriores a la convocatoria, en fecha posterior
y no coincidente con procesos electorales o de
participación ciudadana locales o federales y
quien asuma el mandato del Gobernador o
Gobernadora revocado concluirá el periodo
constitucional;

V. La Comisión Estatal Electoral, tendrá a su
cargo, en forma directa, la organización,
desarrollo y cómputo de la votación;

VI.- E¡ cómputo podrá ser impugnado ante el

Tribunal Electoral del Estado.

Vll.-Una vez resueltas las impugnaciones que

se hubieren interpuesto, la Comisión Estata!
Electoral emitirá la declaratoria de revocación
de mandato; en caso de proceder, se aplicará lo
dispuesto por el artículo 9l segundo párrafo, de
esta Constitución;

Vlll. Queda prohibido el uso de recursos
públicos para la recolección de firmas, asícomo
con fines de promoción y propaganda
relacionados con la revocación de mandato;

lX.-La Comisión Estatal Electoral según
corresponda, promoverá Ia participación
ciudadana y será la única instancia a cargo de

ta difusión del proceso. La promoción será
objetiva, imparcialy con fines informativos;

X.-Ninguna otra persona física o moral, sea a

título propio o por cuenta de terceros, podrá
contratar propaganda en radio y televisión
dirigida a influir en !a opinión de los ciudadanos
y ciudadanas. Durante el tiempo que

comprende el proceso de revocación de

mandato, desde !a convocatoria y hasta la

conclusión de la iornada, deberá suspenderse
la difusión en Ios medios de comunicación de

toda propaganda gubernamental de cualquier
orden de gobierno;

Xl.- Durante el proceso de revocación de

mandato, desde la convocatoria y hasta la

conclusión de la iornada, los poderes públicos,
los órganos constitucionalmente llleriernes'

1.1.



lás dependencias y entidades de !a

administración pública y cualquier otro ente de

los tres órdenes de gobierno, solo podrán

difundir las campañas de información relativas
a los servicios educativos y de salud o las

necesarias para la protección civil; y

Xll.-Durante los tres días anteriores a Ia jornada

de consulta y hasta el cierre oficial de las
casillas, queda prohibida la publicación de

encuestas, total o parcial, que tenga por objeto
dar a conocer las preferencias de los
ciudadanos y ciudadanas o cualquier otro acto
de difusión, relacionado.

Artículo 43.- La organización de las elecciones es

una función estatal que se ejerce bajo los principios

rectores de legalidad, imparcialidad, objetividad,
cerleza, máxima publicidad e independencia y se

lleva a efecto por un órgano independiente y
autónomo, dotado de personalidad jurídica y
patrimonio propios. La Ley determinará las

funciones e integración de dicho órgano, mismo
que estará formado por ciudadanos del Estado que

serán designados conforme a lo establecido por la

Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos y las leyes de la materia.

La Comisión Estatal Electoral podrá celebrar

convenios de coordinación y colaboración con el

lnstituto Nacional Electoral. Asimismo, mediante

convenio podrá solicitar al lnstituto Nacional

Electoral asumir la organización del proceso

electoral del Estado de Nuevo León, en los

términos que disponga la legislación aplicable.

Los Consejeros Electorales y demás servidores
públicos que establezca la Ley, no podrán tener

otro empleo, cargo o comisión, con excepción de

los no remunerados en actividades docentes,

científicas, culturales, de investigación o de

beneficencia. Tampoco podrán asumir un cargo

Artículo 43.- La organización de las elecciones es

una función estatal que se ejerce bajo los

principios rectores de legalidad, imparcialidad,

objetividad, cetleza, máxima publicidad e

independencia y se lleva a efecto por un órgano

independiente y autÓnomo, dotado de
personalidad juridica y patrimonio propios; y con
atribuciones para organizar y realizar los
procesos de consulta popular y de revocación
de mandato. La Ley determinará las funciones e

integración de dicho órgano, mismo que estará

formado por ciudadanos y ciudadanas del Estado
que serán designados conforme a lo establecido
por la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos y las leyes de la materia.

La Comisión Estatal Electoral podrá celebrar

convenios de coordinación y colaboración con el

lnstituto Nacional Electoral. Asimismo, mediante

convenio podrá solicitar al lnstituto Nacional

Electoral asumir la organización del proceso

electoral del Estado de Nuevo León, así como en

los casos de consultas populares y de

revocación de mandato, en los términos que

disponga la legislación aplicable
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público en los órganos emanados de las elecciones

en cuya organizaciÓn y desarrollo hubieren
participado, ni ser postulados para un cargo de

elección popular o asumir un cargo de dirigencia
partidista, durante los dos años posteriores al

término de su encargo.

El Gobierno del Estado y las Autoridades
Municipales están obligados a prestar a los

organismos electorales el auxilio material e

institucional que requieran para el desarrollo de sus

actividades, asícomo elque la propia ley les señale.

Durante el tiempo que comprendan las campañas
electorales federales y locales y hasta la conclusión
de la respectiva jornada electoral, deberá

suspenderse la difusión en los medios de

comunicación social de toda propaganda
gubernamental, tanto de los poderes Legislativo,
Ejecutivo y Judicial, como de los municipios, y de

cualquier otro ente público estatal o municipal. Las

únicas excepciones a lo anterior serán las

campañas de información de las autoridades
electorales, las relativas a servicios educativos y de

salud, o las necesarias para la protecciÓn civil en

caso de emergencia.

Los servidores públicos del Estado y Municipios

tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con

imparcialidad los recursos públicos que están bajo
su responsabilidad, sin afectar la equidad de la
competencia entre los partidos políticos.

La propaganda bajo cualquier modalidad de

comunicación social que difundan como tales, los

poderes públicos, los órganos autónomos, las

dependencias y entidades de la administración
pública y cualquier otro ente de los órganos de

gobierno estatal o municipal, deberá tener carácter
institucional y fines informativos, educativos o de

orientación social. En ningún caso podrá incluir

nombres, imágenes, voces o símbolos que

impliquen promoción personalizada de cualquier

servidor público.

Las leyes, en sus respectivos ámbitos de

aplicación, garantizarán el estricto cumplimiento de

lo previsto en los tres párrafos anteriores,
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incluyendo
lugar.

el régimen de sanciones a que haYa

ArtÍculo 84.- El Gobernador del Estado será electo

cada seis años y tomará posesión de su cargo el

dia 4 de octubre del año en que se celebre la

elección.

El Gobernador cuyo origen sea la elecciÓn popular,

ordinaria o extraordinaria, en ningún caso y por

ningún motivo podrá volver a ocupar el cargo, ni

aún con el carácter de interino, provisional,

sustituto o encargado del despacho.

No podrán ser electos para el período inmediato:

Artículo 44.- Para conocer y resolver las

impugnaciones y controversias que se susciten
dentro de los procesos electorales de la

competencia estatal, asi como en las consultas
populares y de revocación de mandato, o con

motivo de la impugnaciÓn de los resultados de los

mismos, se establecerá en el estado un Órgano
jurisdiccional independiente con autonomía
funcional y presupuestal, que tendrá a su cargo el

desahogo de los recursos y la resolución de las

controversias que se planteen en la materia con

plenitud de jurisdicción en sus resoluciones. La ley

establecerá sus atribuciones, forma de

organización y funcionamiento del mismo.

Artículo 44.- Para conocer y resolver las

impugnaciones y controversias que se susciten
dentro de los procesos electorales de la

competencia estatal o con motivo de la

impugnación de los resultados de los mismos, se

establecerá en el estado un órgano jurisdiccional

independiente con autonomía funcional y

presupuestal, que tendrá a su cargo el desahogo
de los recursos y la resolución de las controversias
que se planteen en la materia con plenitud de
jurisdicción en sus resoluciones. La ley establecerá
sus atribuciones, forma de organización y

funcionamiento del mismo.

En una partida del presupuesto de egresos, el

Congreso del Estado, considerará la asignación de

los recursos financieros que serán destinados al

órgano jurisdiccional electoral.

La autoridad jurisdiccional electoral se integrará por

tres Magistrados, quienes serán electos conforme
a lo establecido por la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos y en los términos que

determine la Ley.

Artículo 84.- El Gobernador o Gobernadora del

Estado será electo cada seis años y tomará
posesión de su cargo el día 4 de octubre del año

en que se celebre la elección. E¡ cargo de

Gobernador o Gobernadora del Estado, puede

ser revocado en los términos establecidos en

esta Constitución y leyes aplicables.

El Gobernador o Gobernadora cuyo origen sea la

elección popular, ordinaria o extraordinaria, en

ningún caso y por ningún motivo podrá volver a
ocupar el cargo, ni aún con el carácter de interino,
provisional, sustituto o encargado del despacho
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a).- El Gobernador designado por el Congreso del

Estado para concluir el período en caso de falta
absoluta del constitucional; y

b).- El Gobernador lnterino, el provisional o el

ciudadano que, bajo cualquier denominación supla

las faltas temporales del Gobernador, siempre que

desempeñe el cargo en los dos últimos años del
período.

Artículo 91.- S¡ la falta absoluta o impedimento
perpetuo del Gobernador acaeciera dentro de los

segundos tres años del período respectivo, y el

Congreso estuviere en sesiones, será este quien

nombre al Gobernador Substituto, y en caso de

estar en receso, la DiputaciÓn Permanente solo
nombrará un Gobernador lnterino, convocando al

Congreso a sesiones extraordinarias para que éste
por escrutinio secreto y a mayoría absoluta de
votos, elija al Gobernador Substituto, pudiendo

serlo el lnterino.

a).- El Gobernador o Gobernadora designado por

el Congreso del Estado para concluir el período en

caso de falta absoluta del constitucional; y

b).- El Gobernador o Gobernadora lnterino, el

provisional o el ciudadano o ciudadana que, bajo

cualquier denominación supla las faltas

temporales del Gobernado o Gobernadora,
siempre que desempeñe el cargo en los dos

últimos años del período.

Artículo 91.- Si la falta absoluta o impedimento
perpetuo del Gobernador o Gobernadora
acaeciera dentro de los segundos tres años del

período respectivo, y el Congreso estuviere en

sesiones, será este quien nombre alGobernador o

Gobernadora con carácter Substituto, y en caso

de estar en receso, la Diputación Permanente solo
nombrará un Gobernador o Gobernadora, con
carácter lnterino, convocando al Congreso a

sesiones extraordinarias pa'a que éste por

escrutinio secreto y a mayoría absoluta de votos,
elija al Gobernador o Gobernadora, con carácter
Substituto, pudiendo serlo el lnterino o lnterina'

En caso de revocarse el mandato del
Gobernador o Gobernadora del Estado,
asumirá provisionalmente la titularidad del
Poder Ejecutivo quien ocupe la presidencia del
Congreso; dentro de los treinta días siguientes,
el Congreso nombrará a quien concluirá el
período constitucional.

Es importante precisar que la fiqgfa de
Gobernador o Gobernadora del Estado,

Lo anterior, toda vez que se propone que el procedimiento se real¡zaría dentro 4e los tres meses

s¡quientes a la conclusión del tercer año del periodo constitucional

por lo tanto, no tendrían aplicación las disposiciones de la Ley de Participación Ciudadana del Estado de

Nuevo León, que regulan la revocación de mandato de las y los presidentes municipales, lo mismo que para

las y los integrantes de la legislatura; toda vez que dicho plazo, excedería el período de tres años de la

legislatura y el correspondiente a los ayuntamientos.
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por tal motivo, se reitera la necesidad de reformar de fondo, la Ley de Participación Ciudadana.

Adicionalmente, tendrá que reformarse la Ley Electoral del Estado, para incorporar las figuras de la Consulta

Popular y la Revocación de Mandato, en los términos de la presente iniciativa'

En fecha próxima, la fracción parlamentaria de Nueva Alianza, Nuevo León, presentará la iniciativa

de reform a a la Ley de Participación Ciudadana del Estado de Nuevo LeÓn, así como a la Ley

Electoral del Estado, para adecuarlas a la presente iniciativa.

por último, conviene menc¡onar que por acuerdo del Pleno, la Agenda Legislativa, mínima, para

el actual período de sesiones, incluye reformas a la Constitución Política del Estado en materia de

revocación de mandato.

En fecha próxima, la fracción parlamentaria de Nueva Alianza, Nuevo León, presentará la iniciativa

de reformaala Ley de Participación Ciudadana del Estado de Nuevo LeÓn, en los términos antes

mencionados.

por lo antes expuesto y fundado, solicitamos a la presidencia del Congreso, dictar el trámite

legislativo que corresponda, a efecto de que se apruebe en sus términos, el siguiente:

Proyecto:

Artículo único.- Se reforma por modificación el artículo 36 prime y último párrafos y las fracciones

l, ll y V , el artículo 43 párrafos primero y segundo, el articulo 44 primer párrafo, el artículo 84 primer

y segundo párrafos, y tercer párrafo, incisos a) y b), el articulo 91 primer párrafo; y por adiciÓn de

la fracción Vi al artículo 36, de un Título ll BIS con dos Aparados y el artículo 40 Bis y un segundo

párrafo al artículo g1; todos de la Constitución Política del Estado de Nuevo LeÓn, para quedar

como sigue:

Artículo 36.--...

l.- Votar en las elecciones populares, en las consultas populares y de revocación de mandato;

ll.- a lV.-...

V.- Formar partidos políticos y afiliarse a ellos de manera libre, voluntaria e individual, en los

términos que prevean las leYes: Y

Vl.- .Ejercer los mecanismos de participación ciudadana establecidos en la ley.

No tendrá validez ningún pacto o disposición contrario a los principios establecidos en las fracciones

anteriores o que limite de cualquier manera el derecho de los ciudadanos a la libertad de afiliación

o de voto, o de participaciÓn ciudadana.

T¡TULO ¡I BIS

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

ARTICULO 40 BlS.- Las consultas populares y de revocación de mandato se sujetarán a los

procedimientos siguientes y a lo que se establezcan en las demás leyes aplicables:

A.-. Las consultas populares se sujetarán a lo siguiente:
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l. Serán convocadas por el Congreso del Estado a petición de:

a) El Gobernador o Gobernadora;

b) Al menos el treinta y tres por ciento de quienes integran la legislatura;

c) Los ciudadanos y ciudadanas, en un número equivalente, al menos, al dos por ciento de los

inscritos en la lista nominal de electores del estado o del municipio, según corresponda, en los

términos que determine la leY.

Con excepción de la hipótesis prevista en el inciso c) de esta fracción, la peticiÓn deberá ser

aprobada por la mayoría presente de quienes integren del Congreso.

ll.- Cada ayuntamiento podrá convocar a consulta popular, en los términos de la ley, previa

aprobación de cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes.

lll.- Cuando la participación total corresponda, al menos, al cuarenta por ciento de los ciudadanos

y ciudadanas inscritos en la lista nominal de electores del estado o del municipio, según

corresponda, el resultado será vinculatorio para los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, los

ayuntamientos y las autoridades competentes;

lV. No podrán ser objeto de consulta popular:

a).- La restricción de los derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, la particular del Estado o en los tratados internacionales de los que el Estado

Mexicano sea parte, ni las garantías para su protecciÓn;

b).- Los principios consagrados en los artículos 1', y 30 de esta Constitución;

c).-La permanencia o continuidad en el cargo de los servidores públicos de elección popular;

d).- Las reformas a la Constitución Política del Estado y a las leyes locales, que deriven de reformas

o adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

e).- La materia electoral;

f).- Las leyes o disposiciones de carácter tributario o fiscal;

g).- La seguridad estatal;

h)..E| Presupuesto de Egresos del Estado;

i).- Las obras de infraestructura en ejecuciÓn;

j) - El régimen interno de la administración pública estatal o municipal;

k).- La regulación interna del Congreso del Estado o de los ayuntamientos;

l).- La regulación interna del Poder Judicial; o

ll).- Las demás que determinen esta Constitución y demás ordenamientos jurídicos aplicables;
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V.-El Tribunal Superior de Justicia del Estado resolverá, previa a la convocatoria que realicen el

Congreso o los ayuntamientos, respecto de la constitucionalidad de la materia a que se refiera la

consulta.

Vl.- La Comisión Estatal Electoral, tendrá a su cargo, en forma directa, la verificación del requisito

establecido en el inciso c), fracción l, apartado A de este artículo, así como la organización, difusión,

desarrollo, cómputo y declaración de resultados.

Asimismo, promoverá Ia participación de los ciudadanos y ciudadanas en las consultas populares

y será la única instancia a cargo de la difusiÓn de las mismas.

La promoción deberá ser imparcial y de ninguna manera podrá estar dirigida a influir en las

preferencias de la ciudadanía, por lo que deberá enfocarse en promover la discusión informada y

la reflexión de los ciudadanos y ciudadanas.

Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, podrá contratar

propaganda en radio y televisión dirigida a influir en la opinión de los ciudadanos y ciudadanas

sobre las consultas populares.

Durante los tres días anteriores a la jornada de consulta y hasta el cierre oficial de las casillas,

queda prohibida la publicación de encuestas, total o parcial, que tenga por objeto dar a conocer las

preferencias de los ciudadanos y ciudadanas o cualquier otro acto de difusiÓn:

Vll. La consulta popular se realizará el mismo día de la jornada electoral, conforme a los requisitos

y procedimiento que señale la ley secundaria; y

Vlll. Las resoluciones de la Comisión Estatal Electoral podrán ser impugnadas ante el Tribunal

Electoral del Estado;

B.- La revocación de mandato del Gobernador o Gobernadora del Estado, es el instrumento de

participación solicitado por la ciudadanía para determinar la conclusiÓn anticipada en el desempeño

del cargo a partir de la pérdida de la confianza, la cual se llevará a cabo en los síguientes términos:

l.-Será convocada por la Comisión Estatal Electoral, a petición de los ciudadanos y ciudadanas, en

un número equivalente, al menos, al diez por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores,

siempre y cuando la solicitud corresponda a por lo menos a la mitad más uno de los municipios de

la entidad;

ll. La Comisión Estatal Electoral, dentro de los siguientes treinta días a que se reciba la solicitud,

verificará el requisito establecido en la fracción anterior y emitirá inmediatamente la convocatoria al

proceso para la revocación de mandato.

lll.- podrá llevarse a cabo en una sola ocasión, durante los tres meses posteriores a la conclusión

del tercer año del periodo constitucional del Gobernador o Gobernadora del Estado; mediante

votación libre, directa y secreta; será vinculante cuando la participación corresponda como mínimo

al cuarenta por ciento de dicha lista y la votación sea por mayoría absoluta;

Los ciudadanos y ciudadanas podrán recabarfirmas parala solicitud de revocación de mandato

durante el mes previo a la fecha prevista en el párrafo anterior. La Comisión Estatal Electoralemitirá,

L8



a partir de esta fecha, los formatos y medios para la recopilación de firmas, así como los

lineamientos para las actividades relacionadas;

lV. La jornada de votación se efectuará el domingo siguiente a los noventa días posteriores a la
convocatoria, en fecha posterior y no coincidente con procesos electorales o de participación

ciudadana locales o federales y quien asuma el mandato del Gobernador o Gobernadora revocado,

concluirá el periodo constitucional;

V. La Comisión Estatal Electoral, tendrá a su cargo, en forma directa, la organización, desarrollo y

cómputo de la votación;

Vl.- El cómputo podrá ser impugnado ante el Tribunal Electoral del Estado;

Vll.-Una vez resueltas las impugnaciones que se hubieren interpuesto, la Comisión Estatal Electoral

emitirá la declaratoria de revocación de mandato; en caso de proceder, se aplicará lo dispuesto por

el artículo 9lsegundo párrafo, de esta Constitución;

Vlll. Queda prohibido el uso de recursos públicos para la recolección de firmas, así como con fines

de promoción y propaganda relacionados con los procesos de revocación de mandato.

lX.-La Comisión Estatal Electoral promoverá la participación ciudadana y será la única instancia a

cargo de la difusión del proceso. La promoción será objetiva, imparcial y con fines informativos;

X.-Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, podrá contratar
propaganda en radio y televisión dirigida a influir en la opinión de los ciudadanos y ciudadanas.

Durante el tiempo que comprende el proceso de revocación de mandato, desde la convocatoria y

hasta la conclusión de la jornada, deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación

de toda propaganda gubernamental de cualquier orden de gobierno;

Xl.- Durante el proceso de revocación de mandato, desde la convocatoria y hasta la conclusión de

la jornada, los poderes públicos, los órganos constitucionalmente autónomos, las dependencias y

entidades de la administración pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, solo
podrán difundir las campañas de información relativas a los servicios educativos y de salud o las

necesarias para la protección civil; y

Xll.- Durante los tres días anteriores a la jornada de consulta y hasta el cierre oficial de las casillas,

queda prohibida la publicación de encuestas, total o parcial, que tenga por objeto dar a conocer las

preferencias de los ciudadanos y ciudadanas o cualquier otro acto de difusiÓn relacionado.

Artículo 43.- La organización de las elecciones es una función estatal que se ejerce bajo los

principios rectores de legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza, máxima publicidad e

independencia y se lleva a efecto por un órgano independiente y autónomo, dotado de personalidad

jurídica y patrimonio propios; con competencia para organizar y realizar los procesos de consulta

popular y de revocación de mandato. La Ley determinará las funciones e integración de dicho

órgano, mismo que estará formado por ciudadanos y ciudadanas del Estado que serán designados

conforme a lo establecido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes

de la materia.
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La Comisión Estatal Electoral podrá celebrar convenios de coordinación y colaboración con el

lnstituto Nacional Electoral. Asimismo, mediante convenio podrá solicitar al lnstituto Nacional

Electoral asumir la organización del proceso electoral del Estado de Nuevo LeÓn, así como de las

consultas populares y de revocación de mandato, en los términos que disponga la legislación
aplicable.

Artículo 44.- Para conocer y resolver las impugnaciones y controversias que se susciten dentro de

los procesos electorales de la competencia estatal, así como en las consultas populares y en la
revocación de mandato, o con motivo de la impugnación de los resultados de los mismos, se

establecerá en el estado un órgano jurisdiccional independiente con autonomía funcional y

presupuestal, que tendrá a su cargo eldesahogo de los recursos y la resolucién de las controvers¡as
que se planteen en la materia con plenitud de jurisdicción en sus resoluciones. La ley establecerá
sus atribuciones, forma de organización y funcionamiento del mismo.

nrti.rto 84.- El Gobernador o Gobernadora del Estado será electo cada seis años y tomará posesiÓn

de su cargo el día 4 de octubre del año en que se celebre la elección. El cargo de Gobernador o
Gobernadora del Estado, puede ser revocado en los términos establecidos en esta Constituci6n y

leyes aplicables.

El Gobernador o Gobernadora cuyo origen sea la elección popular, ordinaria o extraordinaria, en

ningún caso y por ningún motivo podrá volver a ocupar el cargo, ni aún con el carácter de interino,
provisional, sustituto o encargado del despacho.

a).- El Gobernador o Gobernadora designado por el Congreso del Estado para concluir. el período en caso de

falta absoluta del constitucional; y

b).- El Gobernador o Gobernadora lnterino, el provisional o el ciudadano o ciudadana que, bajo cualquier

denominación supla las faltas temporales del Gobernado o Gobernadora, siempre que desempeñe el cargo

en los dos últimos años del período.
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Artículo 91.- Si la falta absoluta o impedimento perpetuo del Gobernador o Gobernadora acaeciera dentro de

los segundos tres años del período respectivo, y el Congreso estuviere en sesiones, será este quien nombre
al Gobernador o Gobernadora con carácter Substituto, y en caso de estar en receso, la Diputación
Permanente solo nombrará un Gobernador o Gobernadora, con carácter lnterino, convocando al Congreso
a sesiones extraordinarias para que éste por escrutinio secreto y a mayoría absoluta de votos, elija al

Gobernador o Gobernadora, con carácter Substituto, pudiendo serlo el lnterino o lnterina.

En caso de revocarse el mandato del Gobernador o Gobernadora del Estado, asumirá provisionalmente la
titularidad del Poder Ejecutivo quien ocupe la presidencia del Congreso; dentro de los treinta días siguientes,
el Congreso nombrará a quien concluirá el perÍodo constitucional.

Transitorio:

Único.- El presente decreto entrará en vigor aldía siguiente de su publicación en el Periódico Oficial
del Estado.

Atentamente.-

Monterrey, Nuevo León a 23 de noviembre de 2020

Dip. Ma. Dolores Leal Cantú
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PROMOVENTE: C DIP. ÁIVNNO IBARRA HINoJoSA, INTE:GRAN TE DE:L GRUPO
LEGISLATIVO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAI DE LA LXXV
LEG I SLATU RA

ASUNTO RELACIONADO: MEDIANTE EL CUAL PRESENTA INICIAIIVA DE RE.FORMA

AL PÁRRAFO CUARTO DEL ARTÍCULo 325 DEL CÓDIGo PENAI. FEDERAL, EN

MATERIA A QUE TODOS LOS CASOS DE PRIVACIÓN DE LA VIDA DE: PERSoNAS D[t.
SEXO FEMENINO SE PRESUMIRÁN COMO FEMINICIDIOS.

INICIADO EN SESION: 23 de noviembre del 2020

sE TURNÓ a le (s) coMISrÓru 1eS¡: Legistación

Mtra. Armida Serrato Flores

Oficial Mayor
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Mrnh Gurolr-upe Roonícuez MlnríHez
PnesroeHrE DEL Couonrso oel Esrtoo oe Nuevo Leó¡¡
PneSENTE.

El suscrito diputado Alvaro lbarra Hinojosa y los diputados integrantes del Grupo

Legislativo del Partido Revolucionario lnstitucional de la Septuagésima Quinta

Legislatura al Honorable Congreso del Estado de Nuevo León, en ejercicio de las

atribuciones establecidas en la el artículo Tl fracción lll de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, 68 y 69 de la Constitución Política del Estado Libre y

Soberano de Nuevo León, así como los diversos 102, 103 y 104 del Reglamento para el

Gobierno lnterior del Congreso del Estado, presentamos ante esta Soberanía, Iniciativa

con proyecto de Decreto, por el que se reforma el párrafo cuarto del artículo 325 del

Código Penal Federa! al tenor de la siguiente:

EXPOSTCTÓN Oe MOTTVOS

Los asesinatos violentos contra las mujeres en México propiciaron el surgimiento e

inclusión jurídica del término de feminicidio dentro del Código Penal y los diversos

Códigos Penales de las Entidades de la República. La incorporación de este término

como una tipificación de delito permite además de visibilizar la forma extrema de violencia

contra las mujeres, garantizar un seguimiento adecuado y especializado que pueda

prevenir, atender, sancionar y erradicar esta problemática.

Un feminicidio no sólo significa que una mujer es asesinada, implica, además, que fue

asesinada precisamente por e! sólo hecho de ser mujer, es por ello, que la tipificación de

los asesinatos de mujeres como feminicidios va más allá delestablecimiento de una pena

ya que abarca y hace evidentes una serie de problemáticas estructurales y sistemáticas

que conocemos como violencia de género.

En el Código Penal Federal, se llevó a cabo la tipificación del feminicidio como un delito

en 2012, convirtiéndose México en el primer país en hacerlo atendiendo a una urgencia
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en el sistema de justicia derivado de lagunas legales donde las muertes violentas contra

las mujeres terminaban siendo investigadas como homicidios

Si bien, posterior a la reforma al Código Penal Federal, Nuevo León se encuentra entre

las primeras entidades federativas en llevar a cabo adecuaciones a su Código Penal local,

para la tipificación de dicho delito y tanto en 2017 como en 2019 se llevaron a cabo

adecuaciones a dicha norma a fin de robustecer el marco jurídico y garantizar la

aplicación de la justicia.

Cierto es que desde entonces ha ido en crecimiento tanto en nuestro Estado como en el

resto del país este tipo de delitos, últimamente se ha registrado un repunte en la comisión

de este tipo penalen nuestra Entidad, en la cualse señala como elcuarto a nivel nacional.

Ante este panorama el Fiscal General del Estado a manifestado que dicho nada honroso

cuarto lugar, es porque en Nuevo León derivado de la observancia a los protocolos en la

materia, toda privación de la vida de mujeres en el Estado es investigada con perspectiva

de género, es decir es investigada desde el inicio como un feminicidio. Lo que claramente

eleva los numero comparado con otras entidades, que investigan las muertes de mujeres

como homicidio.

Lo anterior trae como resultado que en las investigaciones preliminares no se tomen en

cuenta pruebas, evidencias y circunstancias alrededor del delito que incluso han

permitido a los asesinos, muchos de ellos parejas de las víctimas, transitar en libertad e

incluso fugarse por no considerarlos sospechosos.

Es cierto que no todas tas muertes violentas de mujeres son feminicidios y por lo

tanto no pueden investigarse con los mismos parámetros y mucho menos castigarse de

la misma manera, por tanto, es relevante considerar este delito en primera instancia ya

que permite visibilizar que debajo del feminicidio hay muchas otras expresiones de

violencia y discriminación contra las mujeres que también deben ser erradicadas.
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México, es un país donde en promedio se registran diariamente 10 asesinatos siendo las

víctimas mujeres y donde desgraciadamente la cifra parece no ir a la baja, por ello es

imperante la necesidad de investigar el feminicidio en primer lugar previo a considerar

que se trata de un homicidio.

lnvestigar un feminicidio es hacerlo con perspectiva de género, tomando en cuenta que

las mujeres son un grupo vulnerable de la población en las esferas sociales y

económicas. lmplica, también, considerar que la violencia contra mujeres y niñas es una

de las más graves, perpetradas e invisibilizadas en el mundo.

Cuando hablamos de feminicidios debemos entender que !a violencia está presente antes

del homicidio de formas diversas a lo largo de la vida de las mujeres y tristemente se

perpetúa por la sucesión de asesinatos de niñas y mujeres a lo largo deltiempo.

Por ello, es que la intención de esta propuesta es que no solo en nuestro Estado, sino

que, en los 32 estado de la república, se haga caso de los protocolos de atención del

feminicidio y que tengan en todos, Ia misma obligación de investigar todos los asesinatos

de mujeres como feminicidios desde el inicio de la investigación.

Esperamos que la presente iniciativa, una vez aprobada por el Pleno de nuestro

Congreso Local, sea enviada y analizada por los legisladores federales y apelando a su

sensibilidad, le den eltratamiento legislativo correspondiente, que permita establecer que

los asesinatos de mujeres sean investigados desde el principio como feminicidios. En

este sentido al ser una disposición federal se pretende sirva de modelo para las demás

entidades federativas, y que este dispositivo sea homologado en toda la federación.

Debemos entender que el feminicidio debe aislarse de la situación de la violencia por

crimen organizado y de la crisis de seguridad ciudadana por sus peculiaridades como en

muchas entidades se hace, y no debe ni puede ser tratado en primera instancia como
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homicidio por su persistencia a lo largo del tiempo y alrededor del mundo y porque el

denominador común son niñas y mujeres violentadas por el sólo hecho de ser mujeres.

En virtud de los hechos y razonamientos antes citados, quienes integramos el Grupo

Legislativo del Partido Revolucionario Institucional presentamos ante este Pleno el

siguiente Proyecto de:

DECRETO

UNICO: Se reforma el párrafo cuarto del artículo 325 del Código Penal Federal para

quedar como sigue:

Artículo 325: ...

Todos los casos de privación de la vida de personas del sexo femenino se
presumirán como feminicidios. Salvo prueba en contrario, se aplicarán las reglas del
homicidio.

TRANSITORIO:

Úru¡CO: El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Monterrey, NL., a noviembre de 2020

DIP. ALV

GRUPO LEGISLATIVO
PARTIDO REVOLUC¡ONAR¡O I

2 3 Nov 2020
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PRoMOVENTE: c DlP. ÁLVARo TBARRA HtNoJosA, tNT[:c¡RANrE DEL GRUpo
LEGISLATIVO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTII UCIONAI DE LA LXXV
LEG I SLATU RA

ASUNTO .RELACIONADO A: MEDIANTE EL CUAL PRESEN TA INICIATIVA DE

REFORMA AL TERCER PÁRRAFO DEL ARTíCULo 331 BIS 2 DF:I CoDIGo PENAL PARA

EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, EN MATERIA A QUE ToDoS LoS CASoS DE PRIVACIÓN

DE LA VIDA DE PERSONAS DEL SEXO FEMENINO SF PRESUMIRÁN CoMo
FEMIN ICIDIOS.

INICIADO EN SESIÓN: 23 de noviembre del 2O2O

SE TURtr¡Ó a LA (S) cOMlSlÓN (ES): Justicia y Seguridad púbtica

Mtra. Armida Serrato Flores

Oficial Mayor
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Mania Guaollupe Roonicuez Mlnríuez
PResroe¡¡rE DEL Cot¡oneso oel Estloo oe Nuevo LeÓr
PneSENTE.

El suscrito diputado Alvaro lbarra Hinoiosa y los diputados integ

Legislativo del partido Revolucionario Institucionalde la Septuagésima Quinta Legislatura

al Honorable Congreso del Estado de Nuevo León, en ejercicio de las atribuciones

establecidas en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, en

su artículos 08 y 69, así como los diversos 102, 103 y 104 del Reglamento para el

Gobierno Interior del Congreso del Estado, presentamos ante esta Soberanía, lniciativa

con proyecto de Decreto, por la que se reforma eltercer párrafo del artículo 331 Bis 2 del

Código Penal para el Estado de Nuevo León, al tenor de la siguiente:

EXPOS¡CIÓ]¡ Oe MOTIVOS

Los asesinatos violentos contra las mujeres en México propiciaron el surgimiento e

inclusión jurídica del término de feminicidio dentro del Código Penal y los diversos

Códigos penales de las Entidades de la República. La incorporación de este término

como una tipificación de delito permite además de visibilizar la forma extrema de violencia

contra las mujeres, garantizar un seguimiento adecuado y especializado que pueda

prevenir, atender, sancionar y erradicar esta problemática.

Un feminicidio no sólo significa que una mujer es asesinada, implica, además, que fue

asesinada precisamente por el sólo hecho de ser mujer, es por ello, que la tipificación de

los asesinatos de mujeres como feminicidios va más allá del establecimiento de una pena

ya que abarca y hace evidentes una serie de problemáticas estructurales y sistemáticas

que conocemos como violencia de género.

En el Código penal Federal, se llevó a cabo la tipificación del feminicidio como un delito

en 2012, convirtiéndose México en el primer país en hacerlo atendiendo a una urgencia

en el sistema de justicia derivado de lagunas legales donde las muertes violentas contra

las mujeres terminaban siendo investigadas como homicidios.

INIcIATIVA- CÓOICO PEUru DEL ESTADO
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Si bien, posterior a la reforma al Código Penal Federal, Nuevo León se encuentra entre

las primeras entidades federativas en llevar a cabo adecuaciones a su Código Penal local,

para la tipificación de dicho delito y tanto en 2017 como en 2019 se llevaron a cabo

adecuaciones a dicha norma a fin de robustecer el marco jurídico y garantizar la

aplicación de la justicia.

Cierto es que desde entonces ha ido en crecimiento tanto en nuestro Estado como en el

resto del país este tipo de delitos, últimamente se ha registrado un repunte en la comisión

de este tipo penal en nuestra Entidad, en la cual se señala como el cuarto a nivel nacional.

Ante este panorama el Fiscal General del Estado a manifestado que dicho nada honroso

cuarto lugar, es porque en Nuevo León derivado de los protocolos en la materia, toda

privación de la vida de mujeres en el Estado es investigada con perspectiva de género,

es decir es investigada desde el inicio como un feminicidio. Lo que claramente eleva los

numero comparado con otras entidades, que investigan las muertes de mujeres como

homicidio.

Lo anterior trae como resultado que en las investigaciones preliminares no se tomen en

cuenta pruebas, evidencias y circunstancias alrededor del delito que incluso han

permitido a los asesinos, muchos de ellos parejas de las víctimas, transitar en libertad e

incluso fugarse por no considerarlos sospechosos'

Es cierto que no todas las muertes violentas de muieres son feminicidios y por lo

tanto no pueden investigarse con los mismos parámetros y mucho menos castigarse de

la misma manera, por tanto, es relevante considerar este delito en primera instancia ya

que permite visibilizar que debajo del feminicidio hay muchas otras expresiones de

violencia y discriminación contra las mujeres que también deben ser erradicadas.

México, es un país donde en promedio se registran diariamente 10 asesinatos siendo las

víctimas mujeres y donde desgraciadamente la cifra parece no ir a la baja, por ello es

imperante la necesidad de investigar el feminicidio en primer lugar previo a considerar

que se trata de un homicidio'

lucmvR- Cóotco PENAL oEl EsrRoo
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tnvestigar un feminicidio es hacerlo con perspectiva de género, tomando en cuenta que

las mujeres son un grupo vulnerable de la población en las esferas sociales y

económicas. lmplica, también, considerar que la violencia contra mujeres y niñas es una

de las más graves, perpetradas e invisibilizadas en el mundo.

Cuando hablamos de feminicidios debemos entender que la violencia está presente antes

del homicidio de formas diversas a lo largo de la vida de las mujeres y tristemente se

perpetúa por la sucesión de asesinatos de niñas y mujeres a lo largo deltiempo.

por ello, es que la intención de esta propuesta es que en nuestro Estado no sÓlo

dependamos de la buena voluntad de la Fiscalía General para que todas las privaciones

de la vida sean investigadas desde un principio como feminicidio, sino hacer caso a los

protocolos y elevarlo a rango de Ley, para poner el ejemplo a las demás entidades

federativas para que hagan lo mismo y lleven a sus Códigos sustantivos penales, esta

misma obligación.

para complementar este objetivo, también se presenta a la par de esta iniciativa, otra que

busca el mismo sentido que la presente, pero que propone modificar el Código Penal

Federal, para que pueda ser analizada por los legisladores federales y apelando a su

sensibilidad, le den eltratamiento legislativo correspondiente, que permita establecer que

los asesinatos de mujeres sean investigados desde el principio como feminicidios' En

este sentido al ser una disposición federal se pretende sirva de modelo para las demás

entidades federativas, y que este dispositivo sea homologado en toda la federación.

Debemos entender que el feminicidio debe aislarse de la situación de la violencia por

crimen organizado y de la crisis de seguridad ciudadana por sus peculiaridades como en

muchas entidades se hace, y no debe ni puede ser tratado en primera instancia como

homicidio por su persistencia a lo largo del tiempo y alrededor del mundo y porque el

denominador común son niñas y mujeres violentadas por el sólo hecho de ser mujeres.

lnrcrRttvR- Cóolco PeruRl oel EstRoo
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En virtud de los hechos y razonamientos antes citados, quienes integramos el Grupo

Legislativo del Partido Revolucionario lnstitucional presentamos ante este Pleno el

siguiente Proyecto de:

DECRETO

UNIGO: Se reforma por modificación el tercer párrafo del artículo 331 Bis 2 del Código

Penal para el Estado de Nuevo León, para quedar como sigue:

RRricut-o 331 Bts 2.-...

ToDoS LoS cASoS DE PRIVAcIÓN DE LA VIDA DE PERSONAS DEL SEXO FEMENINO SE

pRESUMtRÁr.l colvlo FEMINtclDtos. sALVo pRUEBA EN coNTRAR¡o, sE APLICARÁN

LAS REGLAS DEL HOMICIDIO.

TRANSITORIO:

útt¡CO: El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el

Periódico Oficial del Estado.

Monterrey, NL., a noviembre de 2020

GRUPO LEGISLAT¡VO DE
PARTIDO REVOLUCIONARIO I

DrP. Álveno ¡ RRA NOJOSA

z 3 Noy 2e20
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